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				INTRODUCCIÓN

				Parecería que ya se ha dicho todo acerca del movimiento de independencia de México cuando descubrimos nuevas perspectivas y nos sorprenden aspectos que habíamos olvidado: los héroes son más humanos, las circunstancias más complejas, los valores menos inconmovibles, los triunfos menos gloriosos y los fracasos menos dramáticos. Algo de eso hay en los textos que integran este libro, en los que aparecen algunos nuevos testimonios, pero, sobre todo, destacan nuevas preguntas y observaciones capaces de aproximarnos a los actores y acontecimientos, que sentimos cada vez más cercanos. Gracias a textos como los que ahora presentamos sabemos un poco más, comprendemos mejor y estamos más dispuestos a rechazar maniqueísmos y evitar rencores retrospectivos y cultos desorbitados. Al menos podemos ver con claridad que apartarse de la lucha no siempre es cobardía, cambiar de opinión no es invariablemente traición y vacilar en la defensa de viejas lealtades bien puede ser signo de honestidad intelectual o de entereza moral.

				Como una aportación a las nuevas perspectivas históricas, este libro centra su temática en dos aspectos esenciales: las ideologías y prácticas de la política monárquica e insurgente y las personalidades de quienes vivieron en tiempos de crisis, tanto los que tomaron partido por uno de los dos bandos como los que involuntariamente fueron víctimas de las circunstancias y pudieron convertirse en héroes o villanos según la mirada de los historiadores. La epopeya militar provocó cambios que afectaron a todos los habitantes de la Nueva España, pero las ideologías y los proyectos rara vez llegaron a plasmarse en reformas reales. Realistas o insurgentes, religiosos o librepensadores, defensores de ideales o de intereses materiales, en todos influyeron de algún modo los acontecimientos, que no se limitaron a cambios políticos sino que abrieron expectativas para un futuro cambio, si bien más remoto, en el orden social.

				Hemos destinado un primer apartado a los espacios del pensamiento, de las influencias ideológicas y de las realidades locales. La ampliación del horizonte político y la visión comparativa de los dos primeros artículos permiten calibrar el alcance y la trascendencia de las mutuas influencias entre el viejo y el nuevo continente, entre el mundo anglosajón y las provincias americanas de la Corona española. Horst Pietschmann contempla la Nueva España de fines del siglo XVIII como una pieza más del mosaico que conformaba el imperio español y cuya precaria unidad ya se había puesto a prueba durante las últimas décadas del siglo. La aplicación de las disposiciones de gobierno que llamamos reformas borbónicas produjo movimientos de protesta y descontento en la metrópoli y en sus provincias, dentro de un cierto paralelismo que permite apreciar los indicios de problemas ulteriores en la política del México independiente. Por otra parte, como subraya Jaime Rodríguez, las transformaciones que vivió el mundo occidental como consecuencia de las ideas ilustradas afectaron a los colonos de lo que sería luego Estados Unidos tanto como a los habitantes de los virreinatos hispánicos. Sin embargo las diferencias fueron notables a partir de los primeros momentos, cuando la rebeldía de los británicos-americanos definió claramente su rechazo al lazo de dependencia de la metrópoli, mientras que los caudillos hispanoamericanos iniciaron sus movimientos como expresión de afecto a la monarquía y rechazo del invasor francés. La toma de conciencia política del pueblo y aun de sus dirigentes al sur del río Bravo fue un proceso lento que apenas había arraigado cuando se logró la independencia y que fue causa de las dificultades planteadas en las nuevas naciones cuando debieron elegir una forma de gobierno.

				Roberto Breña parece dar vuelta al catalejo para mirar, no el panorama mundial como creador de revoluciones sino los casos concretos de los movimientos de independencia como procesos únicos y peculiares, influidos por sus propias tradiciones y condicionamientos culturales. No es fácil establecer generalizaciones cuando los primeros líderes de la emancipación novohispana fueron eclesiásticos y su tropa estuvo formada por indios. Pero tampoco tendría sentido centrar cualquier estudio en el carácter local de la insurgencia sin considerar las trascendentes medidas liberales impulsadas por las Cortes españolas. Las ideologías y su aplicación práctica no siempre fueron de la mano ni se manifestaron igualmente en todo el territorio novohispano. Las peculiaridades regionales son el objeto de estudio de Antonio Escobar, quien no duda en buscar la vinculación entre las consecuencias del “momento gaditano” y las condiciones materiales de la Nueva España, con su manifestación en el territorio correspondiente a las Huastecas hidalguense, potosina y veracruzana y con especial atención a la situación de los pueblos de indios, que tenían sus propias autoridades locales para el gobierno interno. Durante las primeras décadas del siglo XIX no se dio una ruptura tajante sino una transformación paulatina de las relaciones sociales, económicas y políticas, influidas por las leyes, por la presencia de “fuereños” y por la absorción al nuevo sistema de muchos de los pobladores incorporados al trabajo de las haciendas. Estos cambios pudieron tener un impacto más fuerte que el de las leyes emanadas de la constitución de Cádiz. Con la independencia política parecería que se agudizaron los conflictos en los pueblos de indios, en los que los ayuntamientos pudieron ser intermediarios.

				Sin duda las peculiaridades regionales fueron decisivas en decisiones cruciales para algunos territorios como Yucatán y el Petén, seducidos por teorías de libertad y autonomía, a la vez que conscientes de sus propias limitaciones. Laura Caso advierte cómo la cultura local, el peso de las tradiciones, la mayoritaria población indígena y su posición estratégica entre el efímero imperio mexicano y después la inestable república con los territorios de América Central pesaron sobre las cambiantes decisiones de incorporarse o no a la nueva nación mexicana. La hostilidad de los indios hacia las poblaciones criolla y mestiza, las pretensiones de Inglaterra a ocupar parte del territorio, el sempiterno pleito de límites con la República Centroamericana y luego con Guatemala y la confusa división administrativa y judicial heredada del virreinato, dieron a esos territorios una especial situación ante los nuevos gobiernos mexicanos. Por más que los ideólogos imaginasen un país unido, próspero y floreciente, la realidad no dejaba de imponerse; y esa realidad se afincaba en un territorio definido, o que debería haber estado definido, pero que los mismos dirigentes del movimiento de independencia y los gobernantes de las primeras décadas no podían percibir como una verdadera unidad geográfica mensurable. Así lo advierte Hira de Gortari, que destaca la visión política de José María Morelos, quien no sólo pensó idealmente en el terreno que ocupaba su patria sino que propuso una forma práctica de dividirlo para lograr una administración eficaz. Si bien Morelos no tuvo oportunidad de ver los resultados de la organización propuesta, los primeros presidentes de la recién nacida república los adaptaron con fidelidad a sus proyectos de gobierno.

				En la segunda parte se han reunido los textos relativos a la forma en que insurgentes y realistas, clérigos y laicos, imaginaron su ideal de independencia y el modelo de orden político que pretendían. No es fácil desde nuestra mentalidad del siglo XXI interpretar el discurso político de los novohispanos en lucha y de los mexicanos dispuestos a crear de la nada un gobierno y un Estado eficaces y modernos. En un principio se buscó la conciliación entre la legitimidad dinástica de Fernando VII y el autogobierno de los pueblos y provincias de Ultramar. La monarquía católica proporcionaba los argumentos que autorizaban la soberanía del pueblo y el gobierno representativo, pero ya al proponer la fórmula de gobierno autonómico regional, los ideólogos recurrieron a las ideas libertarias de los ilustrados franceses y era Montesquieu quien proporcionaba las bases para afianzarlo. El fortalecimiento de los ayuntamientos y diputaciones provinciales era requisito para el buen funcionamiento del sistema basado en una autonomía regulada, que, sin embargo, resultaba insuficiente e inadecuado cuando ya no se hablaba de autonomía sino de independencia.

				Las representaciones colectivas, el significado de los símbolos y la capacidad movilizadora de las consignas se hacen presentes en el estudio de las consecuencias políticas de los discursos. Brian Connaughton analiza la cultura política de los insurgentes y lo hace a partir de las opiniones de historiadores que consideran la repercusión de la prensa europea sobre el pensamiento insurgente. La revisión de la obra de varios autores muestra las opiniones divergentes al respecto, con un particular interés por el contraste entre la teología moral tradicional y la influencia regalista de las altas jerarquías. Connaughton analiza la cultura católica de la época, que no se limitó a la polémica por la legitimación de la justicia de la causa insurgente, sino que también trató de la disciplina, las costumbres, las tradiciones y el comportamiento equívoco de gran parte del clero. Y también acerca del clero, Pilar Gonzalbo muestra cómo muchos párrocos y algunos frailes se vieron orillados a elegir entre sus propias convicciones y las opiniones de sus feligreses, y cómo con base en sus estudios de teología moral llegaron a diferentes conclusiones. En ocasiones por cobardía, otras veces por cuestiones de conciencia y casi siempre motivados por las tradiciones arraigadas de lealtad al soberano, la decisión de incorporarse de algún modo al movimiento insurgente los obligó a superar sus prejuicios, no obstante lo cual fueron muchos, y algunos bien conocidos, los que se comprometieron aun temerosos de los riesgos que corría no sólo su vida sino su alma.

				El tema de la religiosidad es prácticamente inagotable, y Diana Birrichaga se refiere a la distinción entre la religiosidad ilustrada y la popular ante el dilema de conservar las viejas tradiciones o aceptar el modelo ilustrado que pretendía burocratizar las manifestaciones religiosas. Para una población que interpretaba todos los acontecimientos como manifestación de la voluntad divina, el amparo de imágenes milagrosas y la confianza en los santos protectores de la comunidad tenían más importancia que las disposiciones reales que pretendían regular las fiestas, los rituales y el destino de los fondos de las cajas de comunidad. Durante los años de guerra, “la presencia de imágenes religiosas tuvo un poder consolador”, y al concluir el conflicto, con pueblos arruinados y sin el antiguo control de las autoridades virreinales, los ayuntamientos tuvieron injerencia en la vida religiosa de sus vecinos.

				El altar y el trono habían sido los símbolos de un orden que se desmoronaba, aun antes de que la Nueva España llegase a alcanzar la independencia. Y al igual que había divergencias en las formas de vivir la religión, eran muy diferentes las actitudes relacionadas con el cumplimiento de las leyes. Por más que las normas considerasen semejantes todas las formas de delito, la población juzgaba de muy distinta manera a quien causaba un daño directo a sus semejantes o a quien tan sólo defraudaba disposiciones del gobierno. En Yucatán, a donde escasamente llegaron los ecos de la violencia militar, se aprecian con claridad los cambios en la legislación, del periodo absolutista al constitucional, de nuevo a la restauración y vuelta al constitucionalismo gaditano, ya en vísperas de la caída del dominio español. Jorge Isidro Castillo analiza las consecuencias de esos cambios con la influencia de las ideas liberales en las instituciones de castigo y su consecuencia en la modernización del sistema penal. La idea de castigo como venganza por el daño ocasionado debió sustituirse por la de regeneración del culpable para lograr su reinserción a la sociedad. La diputación y el ayuntamiento fueron las instituciones responsables de modernizar el sistema penal y aplicar las nuevas normas.

				Miguel Ángel Vásquez trata sobre las celebraciones de fidelidad a la monarquía, precisamente en los momentos en que se cuestionaba su autoridad y se debilitaba su poder. Monarquía y poder se sustentaban en símbolos cuyo significado podían comprender los súbditos que con su actitud reverencial manifestaban su lealtad al soberano. El duelo por la muerte del rey y el júbilo en la coronación de su sucesor eran momentos culminantes de esa secuencia de devoción a un principio de soberanía manifiesta en el acto solemne de la jura del nuevo monarca. El autor subraya el contraste entre las celebraciones de 1789, tras la muerte de Carlos III, y las de 1808, cuando Fernando VII sucedió a su padre difunto durante la guerra de independencia de España, dominada por los franceses. La crítica situación y la inseguridad de la monarquía impulsaron a las autoridades novohispanas a realizar una repetición de la jura, una vez que el rey regresó a España y se instaló en el trono. La inestabilidad de la monarquía corría paralela con la inquietud en la Nueva España, de modo que la insistencia en los festejos pudo ser como un conjuro contra las amenazas que acechaban al virreinato.

				Hemos dedicado al tercera parte a los actores, que han venido siendo los verdaderos protagonistas en la historiografía tradicional. Y nadie podría quitarles tal protagonismo, pero hay algo diferente en los capítulos de este libro, en el que quienes destacan no son los líderes reconocidos y venerados sino muchos de los olvidados: la tropa de ambos lados, la minoría de extranjeros, los propietarios que se vieron afectados y, en primer lugar, la gente común de pueblos y ciudades que había sufrido cambios demográficos y vicisitudes económicas en tiempos recientes. Ese primer lugar les corresponde porque ya no puede eludirse la pregunta de quiénes fueron los novohispanos que vivieron los acontecimientos. Disponemos de posibilidades de investigación para indagar acerca de los habitantes del virreinato y su situación en vísperas de la independencia. América Molina subraya la importancia de los cambios demográficos durante los años previos inmediatos al surgimiento del conflicto armado y su relación con las crisis agrarias que afectaron a gran parte del territorio. Toma como ejemplo el pueblo de Atlacomulco en la primera década del siglo XIX, cuando fue protagonista de una de las muchas revueltas populares que, como un eco del reciente levantamiento de Hidalgo, alteraron el precario orden mantenido por las autoridades virreinales. Que la rebelión de Atlacomulco fuera particularmente violenta sin duda tuvo que ver con el hecho de que el ejército de Hidalgo había pasado un mes antes por el pueblo, pero se agravó debido al descontento popular por las penalidades que habían padecido en las últimas décadas. La población se había visto diezmada por sucesivas epidemias (viruela, sarampión y tifo), a partir de la de matlazáhuatl de 1737-1739, a lo que se unieron varias crisis agrícolas. El contraste con algunos propietarios y aun con otros pueblos que habían logrado prosperar pese a todo, enconó los ánimos. Causas similares podrían explicar la actitud desigual de los indios habitantes de comunidades que habían dejado de ser pueblos de indios para convertirse en centros de población de distintos orígenes.

				Dejando aparte a los jefes militares de la lucha armada, los textos de Juan Ortiz, Christon Archer y Macrina Rabadán se refieren a quienes se unieron a insurgentes o realistas y constituyeron la tropa en ambos bandos. Juan Ortiz comienza por preguntarse por qué si en los virreinatos de América del Sur se pudieron formar gobiernos unitarios, no se logró lo mismo en la Nueva España. Su respuesta considera las difíciles comunicaciones del territorio, las ambiciones particulares de algunos jefes locales, pero sobre todo, la actitud de gran parte de la población que se manifestó partidaria de los realistas. Según destaca, entre éstos había grandes propietarios españoles y criollos y algunos pueblos de indios. Los restantes indígenas, más los negros, mestizos y algunos criollos, se incorporaron al grupo insurgente. Pero las fuerzas no se mantuvieron invariables a lo largo de los años, sino que, según las vicisitudes de la guerra, eran muchos los que cambiaban de bando. Esto afectó en particular a los insurgentes afectados por derrotas que se acogieron a los indultos y se incorporaron a las fuerzas virreinales. Cuando se autorizó a los curas párrocos a extender ellos mismos los indultos, no sólo facilitaron la defección de los derrotados sino que atrajeron al clero, que se sintió reconocido mientras los rebeldes anulaban sus privilegios. No fueron pocos los que se acogieron al indulto temporalmente, mientras esperaban una situación más favorable para reincorporarse a los rebeldes; y ellos fueron parte de las tropas realistas, con el cambiante movimiento de rechazo y aceptación que acompañó a los triunfos y derrotas militares. No se sabe mucho de los realistas, y así lo advierte Christon Archer, que, no obstante, esboza un panorama aproximado de quienes compusieron las tropas de ambos bandos, con predominio de españoles y criollos por un lado y de indios y castas por otro, pero con numerosas excepciones de criollos defensores de la independencia e indios adictos a la monarquía. Y como consecuencia de esa complejidad, el autor señala la virulencia de la lucha fratricida, la crueldad ejercida por unos y otros y la destrucción de bienes que aumentó las penalidades de la población y contribuiría en el futuro a agravar la crisis económica de la naciente nación. De uno y otro lado se utilizaron las ejecuciones de los enemigos como armas para infundir terror, pero fue inevitable que los insurgentes se ensañasen en la destrucción de empresas, talleres y viviendas, puesto que pertenecían a sus enemigos. El resultado de una guerra desoladora fue el surgimiento de odios que antes no existían y de venganzas frustradas cuando muchos mexicanos consideraron que los verdaderos vencedores eran los mismos realistas que antes combatieron a los insurgentes y que junto con Iturbide entraron triunfalmente en la capital.

				Macrina Rabadán llama la atención hacia el aspecto de “internacionalismo liberal”, que proporcionaron a la insurgencia los extranjeros idealistas que participaron en la expedición de Javier Mina. Fueron pocos los sobrevivientes de aquella fracasada aventura, pero es notable que después de su derrota, muchos siguieron apegados a la nación por la que lucharon. De los 300 expedicionarios que acompañaron a Mina se calcula que 200 eran extranjeros. Norteamericanos, franceses, italianos… se alistaron en el ejército del México independiente y se convirtieron en mexicanos, tan mexicanos “como los nativos de la república” ya que habían “vertido su sangre por la emancipación de su patria adoptiva” según expresaron las autoridades al concederles la nacionalidad.

				Hay veces que tras leer un texto sentimos que sabemos algo más, que entendemos mejor y que ese nuevo conocimiento nos enriquece y nos da mayor seguridad. Por desdicha, esa sensación de crecimiento y de confianza no es demasiado frecuente. A mi juicio, lo esencial en la investigación histórica es establecer una verdadera comunicación entre los protagonistas de ayer y los estudiosos de hoy, y esa comunicación sólo puede fructificar cuando desborda los cauces estrechos de la vida académica para comunicarse a cuantos quizá nunca se aplicarían a estudiar un tema de historia, pero se sienten atraídos por lo que significa encontrar un puente que nos permita transitar de un tiempo a otro sin sentir que lo que hay al otro lado, siempre al otro lado de cualquier puente, es algo extraño y que además no nos importa. Las retahílas de nombres y de fechas, los ditirambos y las elegías, difícilmente pueden atravesar la barrera de insensibilidad que nos rodea en cuanto tomamos conciencia de la distancia entre “nuestro” espacio, tiempo y experiencia del resto que se compone de cuanto nos es ajeno. El historiador primero siente y luego sabe que esa muralla entre lo propio y lo ajeno es tan flexible y elástica que puede abrirse indefinidamente hasta permitirnos asumir como propio lo que antes creíamos extraño. Y al ampliar nuestro mundo reforzamos nuestra identidad, acrecentamos nuestras posibilidades de disfrutar del entorno y adquirimos la capacidad de comprensión que es base de toda sabiduría.

				El proyecto que dio origen a este libro se inició en el año 2007, como preámbulo de los actos académicos de conmemoración de la independencia. A partir de esa fecha se ha venido trabajando en la elaboración y corrección de los capítulos que ahora se presentan. Lo que esperamos de él es que nos ayude a todos, profesionales y aficionados, eruditos y lectores ocasionales, a entender los conflictos del pasado sin abandonarnos al recurso fácil de los buenos y los malos, la verdad y la mentira, el bien y el mal. Ya va siendo hora de madurar y olvidar las dicotomías míticas de grandes fuerzas antagónicas para pensar en términos menos grandilocuentes y más realistas. Sin monstruos aterradores ni arcángeles bondadosos, la historia de todos los países y de todas las épocas se ha construido con ideales y mezquindades, con generosidad y con envidias, con inteligencia y con torpeza, con grandes aciertos y trágicos errores. Son afortunados los pueblos que saben a tiempo reconocer sus fracasos y aprender de ellos, que perdonan los fallos ajenos y se perdonan a sí mismos sus debilidades y torpezas, que no se regodean en sus desdichas ni se duermen en los laureles de sus triunfos. Si algún momento de nuestra historia es propicio para proporcionar esas lecciones es precisamente el de la lucha por la independencia. Con una nueva mirada y un ánimo exigente en busca de la verdad, pero generoso en el perdón, nuestra historia adquiere el verdadero significado de maestra de la vida que hace tantos años hemos olvidado. Eso es lo que deseamos transmitir y de lo cual esperamos que encuentren testimonios en estas páginas.
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				1. ANTECEDENTES POLÍTICOS DE MÉXICO, 1808: ESTADO TERRITORIAL, ESTADO NOVOHISPANO, CRISIS POLÍTICA Y DESORGANIZACIÓN CONSTITUCIONAL

				HORST PIETSCHMANN

				Universidad de Hamburgo

				I. INTRODUCCIÓN

				Cuando en 1971 el insigne historiador británico David Brading publicó su libro ya clásico Miners and Merchants, traducido al español y ampliamente conocido,[1] dio a la primera parte de su estudio el título “Revolution in government”. Todos sabemos que una revolución necesita de revolucionarios. Como esta revolución en el gobierno empezó a orquestarse en la metrópoli, es decir desde Madrid, es necesario definir ¿qué podía tener de “revolucionaria” la política llevada a cabo desde Madrid? Desde esta perspectiva ya de entrada se insinúa, al menos de forma implícita, que los acontecimientos desde 1808 hasta 1824 en México podían haber sido una contrarrevolución exitosa. Otra línea de interpretación histórica europea que se ocupa del periodo de la independencia, la alemana muy particularmente, insiste sobre todo en el tema de la “formación del Estado” y aún en la actualidad caracteriza como “segunda conquista”,[2] lo que Brading llamó revolución en el gobierno. Esta segunda interpretación niega de forma implícita el carácter de “Estado” incluso a los virreinatos, resaltando el carácter de colonias, equiparando así de forma indirecta a todos los reinos y provincias hispanoamericanas. De esta manera Paraguay, Chile, Perú, Venezuela, Guatemala, la Nueva España etc., al menos en lo estatal, se tratan en un pie de igualdad como simples colonias, aunque el denominador de “segunda conquista” contiene en sí mismo una fase previa si no de independencia a lo menos de autonomía. El mismo proceso llamado por Brading “revolución en el gobierno” y por König “segunda conquista” fue calificado recientemente por Luis Jáuregui como “proceso de modernización”.[3] Excluyendo interpretaciones más radicales que o interpretan a Hispanoamérica como reinos y provincias de la monarquía española en un pie de igualdad con los reinos y provincias de la Península[4] —como por ejemplo Aragón, Castilla, Navarra, Valencia etc.— o, al contrario, resaltan el carácter de explotación colonial, particularmente el “imperialismo ecológico europeo”,[5] las tres líneas de interpretación mencionadas representan los rubros más frecuentes bajo los cuales se resumen los desarrollos históricos anteriores al estallido del proceso de emancipación. Con frecuencia estas tendencias interpretativas se agrupan bajo el concepto de “Imperio” con algún adjetivo adicional, ya sea “español”, “comercial”, “atlántico” en estudios de mayor amplitud temporal o profundización temática o visión comparativa.[6] Simplificando quizás de forma excesiva se podría concluir que los historiadores especializados en particular en la historia colonial evitan por lo común generalizaciones centradas exclusivamente en la situación “colonial”, mientras que los especialistas de épocas históricas posteriores a la independencia tienden precisamente a hacerlo. A pesar de que sería de interés analizar más a fondo estas líneas historiográficas, su origen, significado y hasta su relación con las tradiciones historiográficas nacionales, tanto europeas como americanas, no es posible en este contexto porque nos apartaríamos demasiado del propósito central de este aporte. Confiamos, sin embargo, que los ejemplos mencionados servirán de ejemplo para mostrar el alcance de las implicaciones de los conceptos utilizados.

				Estos conceptos tradicionales se han visto cuestionados en los tiempos recientes también por la historiografía sobre la España del siglo XVIII al hablarse de unas “Españas vencidas”[7] con respecto a Cataluña y, de forma más general, de los antiguos reinos de la Corona de Aragón. Se produjo todo un debate que comparaba la monarquía hispánica con una entidad política semejante al imperio austrohúngaro, multilingüe, y con la presión política y cultural de generalizar el castellano frente al catalán, vascuence, mallorquín etc., en el cual se distinguen lealtades e identidades muy variadas con anterioridad al propio imperio austrohúngaro. El autor citado las considera tan fuertes e importantes que sirven para crear lealtad y confianza hasta en el Perú lejano cuando dos individuos que, encontrándose por primera vez, descubren que se entienden en vascuence u otro de los idiomas peninsulares regionales. Se destaca que esta España vencida incluso desarrolló una Ilustración diferente de la dominante, mucho más orientada hacia Italia, Austria y la Prusia de Federico el Grande.[8] Estos debates en y sobre el XVIII peninsular afectan de forma muy concreta a la historia hispanoamericana no solamente por la ascendencia económica catalana durante el siglo XVIII y su repercusión en el comercio americano,[9] sino también en ocurrencias precisas si pensamos solamente en el caso de Lorenzo Boturini. Este ilustrado de origen italiano que pasó por la Nueva España recogiendo códices indígenas, que le secuestró la Audiencia de México, era evidentemente de esta filiación ilustrada aragonesa-catalana-valenciana.[10] A pesar de que la Corona ordenó al virrey en México devolverle a Boturini la colección de códices, éste no lo hizo, alegando que no era posible, que andaban ya dispersos y eran de poco valor, un testimonio bien claro de que estaba consciente de que las aspiraciones discursivas de Boturini con respecto a la población indígena frente a criollos y peninsulares no parecían muy convenientes para la situación novohispana.

				Pero sea como sea, en este caso preciso la obra de E. Lluch citada demuestra de forma bien clara que la perspectiva que opone una postura política más o menos coherente peninsular frente a intereses comunes hispanoamericanos no viene ya al caso y que, todo lo contrario, la situación del conjunto de la monarquía era mucho más compleja de lo que generalmente se admite en la bibliografía sobre los antecedentes de la independencia hispanoamericana. Así lo comprueban también otras investigaciones recientes,[11] que sugieren que para el análisis de los antecedentes de la independencia hispanoamericana se requiere una perspectiva más amplia, tanto en lo cronológico como en lo espacial, ya que sobre todo la historia de la Península misma demuestra profundas rupturas ocasionadas por la sucesión borbónica y por la guerra de sucesión misma, que a ciertos niveles históricos continúan a lo largo del siglo XVIII y desembocan ya bajo Fernando VII en nuevas guerras civiles. De suerte que se observan paralelismos históricos profundos tanto entre los reinos peninsulares mismos como también entre los reinos y provincias hispanoamericanas. Por cierto que el frenesí bicentenario creciente actual parece servir más bien para encubrir que para descubrir los respectivos paralelismos.

				De forma más general, como es bien sabido, se suele caracterizar la historia del siglo XVIII con el vago denominador de siglo de las “reformas borbónicas”. Las reformas borbónicas se observan no solamente dentro de un conjunto de reinos gobernados por la dinastía de los Borbones, sino que se ponen en vigor amplias reformas en prácticamente todas las monarquías europeas, mientras las repúblicas existentes parecen encontrarse más en una fase de estancamiento.[12] Antiguamente estas reformas se vinculaban de alguna manera vaga con el avance de la Ilustración, pero entretanto se diferencia más. Se distingue entre el reformismo dirigido a modernizar el ejército, a reformar la Real Hacienda para poder financiar ejércitos modernos, lo cual a su vez tuvo por consecuencia la necesidad de reformar la administración, de aumentar la autoridad estatal y, como consecuencia general, de fomentar la economía para lograr el sustento de la nueva máquina estatal, por un lado, y el impacto de la Ilustración, por el otro. Desde esta perspectiva se pusieron en tela de juicio conceptos tradicionales como “despotismo ilustrado” o “absolutismo ilustrado”, como es bien sabido.

				De estos debates surgió el concepto de “Estado territorial” que resume las tendencias de reformar el aparato estatal en los aspectos mencionados de ejército, hacienda, administración, economía y en lo eclesiástico. Se interpreta como un cambio en la metodología de gobierno. Antes, los reyes y príncipes gobernaban sobre vasallos que por el sistema estamental formaban más o menos una pirámide social en cuya cumbre se encontraba el rey o príncipe con la función esencial de administrar justicia según un orden legal antiguo, basado en última instancia en el feudalismo,[13] ahora se aspiraba a gobernar sobre el territorio sometido a la autoridad del príncipe. Esta aspiración desembocó también en un interés creciente en la cartografía, proceso que llevó incluso a un autor a formular lacónicamente “putting the state on the map”.[14] Muy recientemente en una obra que intenta resumir la historia napoleónica, el historiador francés Etienne François concluye rotundamente que, en política, Napoleón realizó las que eran las aspiraciones políticas de los príncipes europeos del siglo XVIII, es decir: centralizar el poder en lo propio y fomentar la descentralización de lo ajeno, debilitando en lo posible al vecino.[15] Paralelamente a esta mirada europea en general se profundiza, al parecer durante el siglo XVIII, en la Europa del norte la visión de un sur europeo atrasado en comparación con los desarrollos históricos a la altura de los tiempos dieciochescos.[16] Por cierto que estas apreciaciones las observamos en muchos viajeros europeos coetáneos por España y en viajeros hispanoamericanos por Europa, por ejemplo en el mismo Simón Bolívar. Con su Concierto barroco, Alejo Carpentier escribió un novela moderna sobre el fenómeno y entre los mismos políticos españoles, que propugnan las reformas, se refleja esta apreciación europea, de manera que nos encontramos delante de un fenómeno mental evidentemente de larga duración que no conviene perder de vista. Por otra parte podrían las publicaciones recientes sobre estos temas y el momento histórico en que se publicaron inducir también a reflexiones sobre problemas políticos actuales y sus repercusiones en la historiografía. Prescindimos de profundizar sobre este aspecto por razones obvias, aunque es preciso mencionarlo como trasfondo de las lecturas de un historiador europeo que se aproxima al 1808 mexicano.

				Volviendo a la monarquía española es de destacar que la fase de las llamadas reformas borbónicas, en la amplia literatura histórica sobre ellas, generalmente se restringe al periodo del reinado de Carlos III en adelante y en tiempo muy reciente se extendió el interés de la historiografía también a la primera mitad de la centuria. Para situarnos es preciso plantear una serie de preguntas que se imponen ya desde hace algún tiempo. ¿Fue la política llevada a cabo por Carlos III en América realmente nueva? ¿Hasta dónde se efectúa desde comienzos de la década de 1760 en adelante solamente un trasplante a América de una política que en la Península misma ya se había aplicado? Esta duda acerca de la originalidad de la política de Carlos III levanta al mismo tiempo el problema de la “Ilustración”, cuya penetración en la Península coincide en gran medida con la cronología de la vida del padre Feijóo. ¿Qué relación existe entre la Ilustración y las reformas carolinas, respectivamente la “revolución en el gobierno” o la “segunda conquista”, si acaso esta política se concibió con anterioridad a la Ilustración en España? ¿Tiene sentido el concepto tantas veces repetido de despotismo ilustrado o es la Ilustración meramente un anexo circunstancial de una estrategia política más antigua? Cualquiera de las aproximaciones referidas nos remite por lo tanto de alguna manera al periodo anterior al reinado de Carlos III o sea a lo “borbónico” de aquel siglo e incluso al final del periodo Habsburgo y esto no solamente en Hispanoamérica sino también en la metrópoli peninsular.[17] No cabe duda que el reformismo afectó a Nueva España a partir del reinado de Carlos III, aproximadamente desde 1763, cuando la Paz de París había terminado con la Guerra de los Siete Años. ¿Pero no había reformas importantes anteriormente? Para entender cuál era el proyecto político de la nueva dinastía, es preciso referirnos al menos de forma muy sumaria a los cambios que se efectúan desde el inicio del siglo XVIII hasta la sucesión al trono de Carlos III. Esto es tanto más necesario porque a raíz del flujo intenso de noticias, tanto oficiales como privadas, entre la metrópoli y el virreinato se observaban en México muy de cerca los acontecimientos y los cambios institucionales en la Península y muy pronto las élites novohispanas podían formarse una idea de la nueva política[18] y del personal que la ejecutaba. De esta forma es seguro que los acontecimientos se comentaban y permitían a los gobernantes de cualquier nivel hacerse una idea de lo que se podía esperar desde Madrid en los correos próximos y de concebir eventualmente una estrategia frente a lo que podía esperarse. No nos olvidemos que la administración virreinal nunca era un simple transmisor de órdenes recibidas desde la metrópoli sino que se entendía como una especie de mediador entre la superioridad metropolitana y las jerarquías administrativas inferiores y, finalmente, los vasallos americanos. Así lo exigía ya el máximo encargo que se daba a todo virrey al mandarlo a América: es decir mantener en paz en el reino. Desde luego la administración también defendía intereses propios, interpretados frecuentemente como necesarios para mantener su autoridad y, de lo cual a menudo resultaban fricciones y alianzas entre las diversas jerarquías verticales, pero también horizontales entre autoridades del mismo nivel.[19] Esta tradición de ninguna manera se interrumpe reinando en España los Borbones. Se encuentran ejemplos de sobra que ilustran la efectividad de las distintas formas de resistencia contra la política metropolitana. Éstos podían adoptar, como bien se sabe, la forma de informes a Madrid, explicando por qué no convenía aplicar determinadas medidas, iniciando trámites larguísimos, de resistencia burocrática al estilo del “obedézcase pero no se cumpla”, de procesos formales contra medidas gubernativas metropolitanas por la vía judicial, hasta la desaparición de expedientes instruidos para aplicar determinadas medidas de reforma mientras corrían trámites, para no hablar de tumultos, alborotos y su instrumentalización.

				De estas reflexiones se deduce que sería preciso dividir el análisis de los antecedentes de 1808 en tres partes, de las cuales la primera tendría que cubrir la gran política a lo largo todo el siglo; la segunda parte, correspondiente a México como capital del virreinato, debería referirse más o menos a la segunda mitad del siglo XVIII empezando con el virrey primer conde de Revillagigedo, cuando la Nueva España empieza ser afectada de forma más directa por el reformismo, hasta 1808; mientras tanto la tercera parte debería rastrear los antecedentes en las diferentes provincias novohispanas más o menos desde el reinado de Carlos III en adelante. Se recomendaría un orden temático como el que sigue:

				• Problemas heredados por la nueva dinastía y su política a lo largo de la centuria.

				• La capital virreinal novohispana frente a las reformas.

				• Las regiones novohispanas frente a la política metropolitana y frente a la Ciudad de México.

				Es evidente que un programa de esta amplitud, parcialmente contraviniendo a padrones cronológicos y temáticos establecidos por la historiografía existente no se puede desarrollar con los detalles que se requerirían en un marco como el presente. Por este motivo se destacará a continuación especialmente el problema “constitucional” que empieza a presentarse con la implantación de la Recopilación de 1680 —a pesar del título “Recopilación”, un código de leyes fundamentales— y el cambio de política de la nueva dinastía que más y más va minando y contraviniendo esta legalidad de 1680 produciendo finalmente un conflicto del tipo “legitimidad frente a legalidad” que se manifiesta ya muy claramente en la representación del Cabildo de México de 1771. A continuación se esbozará la reacción política virreinal. En cambio no será posible perseguir las reacciones de las distintas provincias del interior a lo largo del proceso.

				Recurriendo a las tres tesis historiográficas referidas al comienzo de este capítulo sobre las reformas borbónicas vamos a desarrollar a continuación la tesis de que “la revolución en el gobierno” se opera en la Península y precisamente ya durante la primera fase del reinado de Felipe V, proponiendo al mismo tiempo una nueva cronología del proceso. Sostenemos que la “conquista” —se verá si el adjetivo “segunda” realmente es acertada— se efectúa por la Corona aproximadamente entre 1726 y 1787. Se divide en tres fases: primero con las reformas del sistema comercial y el establecimiento de compañías de comercio privilegiadas que tienen el propósito político de reducir el espacio controlado por el “imperio informal” de los virreyes novohispanos, que mediante los recursos financieros novohispanos y su autoridad controlaban, al menos de forma indirecta, tanto el Caribe como el Pacífico Norte hasta Filipinas. Ya logrado este control se van aboliendo las compañías y se introducen intendentes. La segunda fase es más o menos el periodo entre 1747 y 1767-1768 cuando el virreinato es afectado de forma muy directa por las reformas. Se empieza con el nombramiento del virrey como superintendente general de Real Hacienda, la administración directa de las rentas indirectas, abolición del beneficio de empleos, intento de formar aranceles para los repartimientos de comercio y todas las otras agencias gubernativas, introducción de gobernadores en ciudades importantes, comienzo de las reformas militares por Villalba y la expulsión de los jesuitas. La segunda fase de las reformas internas va de 1767-1768 a 1788. Comienza con las reformas de los cabildos de españoles y de la hacienda municipal, intentos de marginalización de los virreyes en la administración de justicia con la introducción de regentes, la formación del Cuerpo de Minería y es acompañado por medidas de modernización, aunque éstas son más bien accidentales o adicionales para camuflar la continuidad de los propósitos iniciales que continúan. Culmina esta fase con la introducción del comercio libre y de las intendencias, separando la superintendencia del virrey, dejando a éste como mero gobernador, aboliendo los corregidores y alcaldes mayores y prohibiendo rigurosamente los repartimientos de comercio. Esta segunda fase de reformas interiores fracasa en gran medida a la muerte del ministro Gálvez por la resistencia coordinada y conjunta del dispositivo gubernativo metropolitano. El fracaso consiste en el hecho de que la meta principal, es decir la reducción del poder del virrey y la desconcentración del poder de la ciudad metropolitana en favor de una autonomía mayor de las intendencias frente a la Ciudad de México y su subordinación más directa a Madrid no solamente no se alcanzó, sino que al contrario repercutió en un fortalecimiento del poder metropolitano. El virrey —débil y ya desacreditado en Nueva Granada cuando la rebelión de los comuneros— Manuel Flores, enviado a sustituir a Bernardo de Gálvez, muerto repentinamente, es forzado a sobreseer algunos puntos centrales de la Ordenanza de Intendentes. Las presiones americanas obligan a Madrid a unir nuevamente la superintendencia a los virreyes. El segundo conde de Revillagigedo logra controlar de forma muy efectiva toda la administración al subordinarse a los intendentes de forma directa, aumentando de esta forma considerablemente el poder virreinal, lo cual le permite incluso la tolerancia de los repartimientos tan estrictamente prohibidos por la ordenanza.

				Es preciso indicar que de acuerdo con estas fases, cambiaron tendencialmente, también, los discursos políticos metropolitanos reflejados en textos publicados ya sea coetáneos ya posteriores como lo refleja la cronología de autores como Uztáriz, Campillo y Cossío y Bernardo Ward, entre otros, predominantemente mercantilistas y colonialistas, y posteriormente la de Campomanes, Aranda, Floridablanca, Jovellanos y todo el contorno de las Sociedades Económicas de Amigos del País, mucho más centrados en la modernización e inspirados por el concepto del “cuerpo unido de nación” entre España e Hispanoamérica, que después de haber sido formulado por el Consejo Extraordinario de Estado que decidió la expulsión de los jesuitas, cobró rápidamente importancia,[20] culminando hacia 1790 en el proyecto de Godoy de enviar príncipes de la casa real a los virreinatos como reyes hereditarios mientras Carlos IV adoptaría el título de emperador.[21]

				II. PROBLEMAS HEREDADOS POR LA NUEVA DINASTÍA  Y SU POLÍTICA A LO LARGO DE LA CENTURIA

				Al subir al trono español la nueva dinastía se tuvo que enfrentar a una situación complicada tanto en Europa, en vísperas de la Guerra de Sucesión, como en América.

				En 1670 España había tenido que reconocer las posesiones inglesas en el Caribe y poco a poco surgió el problema de la sucesión de Carlos II conforme quedó patente la enfermedad del rey y previsible la falta de sucesión. En 1680-1681, cuando la diplomacia europea había ya acordado los primeros planes de reparto de la herencia española, se puso en vigor la Recopilación de las Leyes de Indias, proyecto que se había ido gestionando ya desde cerca de 1570 por orden de Felipe II.[22] El momento de la puesta en vigor de este cuerpo legal sin lugar a dudas también era una medida política para asegurarse la lealtad de los reinos americanos. Dotó a éstos por primera vez de un cuerpo legal que les garantizaba como legislación fundamental el carácter de reinos —y por lo tanto su equiparación con los reinos peninsulares— con la autonomía correspondiente, que se expresaba en el hecho de que los virreyes eran partícipes de la soberanía reclamada por el monarca. Garantizaba la continuidad del sistema judicial y de gobierno según a las tradiciones legales del sistema político de los Habsburgos de una monarquía compuesta. Aunque la Recopilación podría considerarse como un antecedente muy lejano de 1808 tendría una consecuencia fundamental y de larga duración: para cambiar de forma sustancial el sistema político-jurídico en América, desde 1680 en adelante, por derecho se necesitaban leyes y no bastaban ya simples cédulas, provisiones y menos reales órdenes, para introducir cambios que alteraban lo fijado en la Recopilación de Leyes, siempre se necesitaba y seguía necesitando, desde tiempos muy antiguos, de la colaboración del reino, reunido con el rey en las Cortes.[23] Las leyes, en todo caso, no se podían cambiar sin leyes nuevas ni siquiera por los Borbones, ya que de otra forma siempre se podía recurrir de disposiciones reales por la vía judicial. Este procedimiento se empleó desde América muchas veces durante el siglo XVIII, aunque hasta la fecha estos casos son muy poco estudiados. Lo cierto es que desde 1680 en adelante la Corona cargaba siempre con mayor necesidad de legitimar sus medidas políticas y disposiciones administrativas, porque existía un cuerpo de leyes que podía servir de referente. Sería una equivocación metodológica pensar que la necesidad de legitimación recién haya surgido con la Revolución francesa. Ésta la incrementó, si acaso, pero no la originó en los reinos y provincias americanos, bien dotados de universidades con facultades de leyes y un gran número de letrados que buscaban en qué emplearse. Nunca se ha estudiado a fondo hasta dónde las disposiciones de la Recopilación, que en suma se basaban en el concepto de un Estado personalista de orígenes feudales, se adaptaban a la gran variedad de realidades socioeconómicas que entre tanto se habían ido desarrollando en las distintas entidades americanas. Pero a primera vista se puede ver que en las capitales de los dos virreinatos más antiguos, Perú y Nueva España —no por casualidad con una historia de la independencia muy sui generis—, se habrá calificado la Recopilación de 1680 de muy diferente manera que en una provincia subordinada con población numerosa de esclavos negros como por ejemplo Santo Domingo o Venezuela. A más tardar desde el reinado de Carlos III y concretamente después de la expulsión de los jesuitas —quienes eran, al fin y al cabo, un factor que contribuyó a adaptar realidades americanas muy diversas al marco del orden legal del periodo Habsburgo— se observa en ambos lados del Atlántico la necesidad creciente de legitimación frente a las “novedades” introducidas a lo largo del siglo. Y esto tanto por parte de la Corona como por parte de las capitales de los virreinatos e incluso por las ciudades de provincia, a pesar de sus diferencias socioeconómicas por el hecho de verse desde siempre como los representantes del común frente a autoridades superiores.[24] El grito “viva el rey, muera el mal gobierno”, que tantas veces se encuentra en informes sobre rebeliones y alborotos a lo largo de la centuria es buena prueba de esta realidad.

				Por otra parte, durante el siglo que finalizaba en 1700 la metrópoli había ido perdiendo en gran medida control político de hecho sobre sus posesiones americanas, proceso que se toleró para lograr con mayor facilidad recursos financieros para las guerras europeas. Las capitales de los dos virreinatos, Lima y México, se habían convertido no solamente en unas cortes con aparato ceremonial real y todo lo religioso y cultural anexo a unas cortes barrocas, sino en metrópolis por cuenta propia y ejercían una especie de “imperio informal” sobre amplísimas zonas territoriales y marítimas. Así la Ciudad de México, como capital del virreinato de Nueva España, era a su vez cabeza de un “imperio dentro del imperio” tanto por el control de los recursos mineros y fiscales, como por las instituciones concentradas e interactuando en ella, para no olvidar el poder simbólico que en conjunto representaba la corte virreinal.[25] Abarca este “subimperio” —dotado desde mucho tiempo atrás de discursos imperiales propios—[26] el escenario del Pacífico español, desde Manila, vía San Blas hasta Acapulco, incluyendo conforme progresa el XVIII varios grupos de islas del Pacífico, además del amplio escenario de la América del Norte occidental y del sur hasta Florida, disputado desde el final de la Guerra de los Siete Años en 1763 entre Madrid, Londres y Moscú y las respectivas lugartenencias americanas; y finalmente el Gran Caribe[27] en el cual tanto aliados o neutrales como enemigos de España se disputan una infinidad de islas e islotes, de las cuales las más insignificantes, como las holandesas y danesas, se convertían en una amenaza económica a lo que podríamos llamar “sistema español” al ser declarados puertos francos hacia fines del siglo XVIII, con lo cual permiten el acceso a todo el comercio europeo al Caribe. Se contribuye así aún más a la desarticulación del sistema español y mientras este desarrollo favorece las zonas antillanas españolas, perjudica cada vez más las exportaciones mexicanas al Caribe español.[28] En este contexto la capital, México, es el sostén financiero de las posesiones españolas repartidas en esta área, la mayor parte de ellas sin una economía capaz de sostenerse, sin apenas dinero circulante y por lo tanto dependiendo del sistema de situados mexicanos.[29] De suerte que para explicar los antecedentes del proceso mexicano de 1808 a 1821 nos obliga a tener en mente también las grandes transformaciones del contorno exterior que influye tanto al virreinato novohispano como a la política de la corte de Madrid.[30]

				Para la nueva dinastía del tronco de Luis XIV, imbuida de las ideas de un Colbert y del racionalismo de aquella época, la situación en el reino heredado presentaba muchos retos. No es de extrañar entonces que ya durante la Guerra de Sucesión se introdujeran reformas militares, fiscales y administrativas, agrupadas en torno a un nuevo tipo de administrador, representado por el intendente de ejército y provincia que se diferenciaba en gran medida del tipo de los gobernantes precedentes. Su significado, sin embargo, no se aclara bien si se le interpreta como una mera calca de una institución francesa, como se hizo durante mucho tiempo en la historiografía. La novedad recién se descubre y se hace entender en el conjunto de la reorganización general de la administración que emprendió Felipe V al haber terminado la Guerra de Sucesión con las paces de Utrecht y Rastatt en 1713-1714. En primer lugar hay que mencionar en este contexto los llamados “decretos de nueva planta” que en 1707 se decretaron para Valencia, en 1711 para Aragón, en 1715 para Mallorca y finalmente tras la rendición de Barcelona en 1716 para Cataluña. Con estos decretos se integraron sucesivamente a Castilla estos reinos de la antigua Corona de Aragón, rebeldes contra Felipe V por haberse declarado en favor del pretendiente Habsburgo tras un reconocimiento inicial de Felipe V. Se abolieron las cortes de cada uno de estos reinos, también la institución virreinal en ellos y se sometieron a capitanes generales e intendentes y al derecho público castellano. Solamente la abolición de los virreinatos peninsulares —por lo tanto la concentración absoluta de la soberanía en la figura del rey— insinúa una continuidad hasta O’Donojú, el primer gobernante que se envía a México sin el título y la autoridad de virrey. Paralelamente se suprimieron las fronteras aduaneras internas, se tomaron en administración directa todas las rentas y se reformó el ejército, estableciéndose poco a poco milicias provinciales disciplinadas.[31] Podrían los decretos de nueva planta interpretarse todavía como castigo a los reinos rebeldes, tanto más que se eximieron las provincias vascas y Navarra de estas reformas, que ambos no solamente eran fieles a Felipe V sino habían ayudado en gran medida al primer Borbón en la guerra. Pero el establecimiento de las cuatro secretarías de Estado y del Despacho Universal en 1715 no podía ya interpretarse de esta manera y, además, afectaba a los reinos indianos, fieles a Felipe V, y a Castilla, principal soporte de las aspiraciones de Felipe V. En esta nueva división de negocios quedaban las Indias como apéndices del negociado de marina, como una prolongación del más allá marítimo.[32]

				Con el establecimiento de las secretarías de Estado y del despacho y su sistema de gestión ejecutiva de los negociados considerados de gobierno se modificaron tanto la Recopilación de las Leyes de Castilla, como la Recopilación de Indias. No solamente separaban importantes negociados de la competencia de los consejos tradicionales, sino abolieron la forma de despacho de los asuntos de gobierno que habían seguido los consejos de Castilla y de Indias. Ambas entidades gestionaron los asuntos de gobierno con el mismo procedimiento judicial que se empleaba en los pleitos con la finalidad de garantizar la justicia individual de cada caso estudiado y decidido. Las secretarías resolvieron los asuntos que les enviaban los tribunales inferiores de forma ejecutiva y con la tendencia de producir reglas más bien generales. Lo más grave, sin embargo, debe haber sido que de esta manera a los americanos se les quitaba la posibilidad de representar directamente ante el rey, por medio de las jerarquías administrativas intermedias. En vista de la distancia de América, esta posibilidad, por más hipotética que haya sido, en la práctica era muy importante porque permitía sobreseer los mandamientos de las autoridades americanas mientras se esperaba la resolución real. Cada vez más se imponía la práctica de que representaciones directas se devolvieran a América para que informaran las autoridades intermedias y a la vista del expediente instruido y de esta forma se tomara una decisión. En caso de que se consideraran violados derechos se mandaba a los vasallos por la vía judicial que generalmente terminaba en las audiencias americanas. De esta manera el rey empezó a apartarse cada vez más de sus vasallos americanos por la distancia geográfica, y los virreyes se convirtieron en los únicos representantes más o menos cercanos de la realeza.

				La erección de las secretarías de Estado y del despacho, por otra parte, dio origen a una fricción tanto en el gobierno metropolitano como en el americano. Intendentes y secretarios bajo Felipe V no eran juristas, sino militares o individuos que tuvieron funciones más ejecutivas en la marina, el ejército o la administración de hacienda. En cambio seguían dominando en los consejos, las cancillerías y audiencias, letrados de formación jurídica universitaria que no vieron con buenos ojos haber sido privados de sus funciones gubernativas y, sobre todo, alegaban con frecuencia la falta de bases jurídicas del nuevo sistema de gobierno en los casos que les tocaba despachar. Muchas veces alegaban en contra de medidas gubernativas al ser consultados o cuando una medida de gobierno se contradecía por la vía judicial. Así el Consejo de Indias se opuso abiertamente o indirectamente contra las reformas hasta más o menos 1790, cuando sus filas se llenaban con los superintendentes indianos y el alto personal que dirigía la aplicación de reformas. En aquel entonces se invirtió la situación, convirtiéndose los secretarios-ministros en figuras más bien cuidadosas en aplicar reformas debido a las experiencias políticas de la guerra de independencia de Estados Unidos, de la Revolución francesa, etc., mientras el consejo se convirtió en promotor de reformas. Se podría caracterizar esta situación a lo largo del siglo XVIII como un conflicto latente constitucional en continuo aumento entre una justicia que manejaba problemas legales basándose en conceptos de legitimidad constitucional y una legalidad nueva orientada a aplicar medidas prácticas, basadas en decisiones personales soberanas de un rey que se creía legitimado únicamente “por la gracias de Dios”, y gobernaba por medio de “reales órdenes” que le sugerían sus ministros y que además se contradecían con frecuencia. Este conflicto latente se daba tanto en la Península como en América y con independencia de quienes eran los consejeros u oidores y de su origen regional. La Corona trató de eliminar el problema lentamente con intentos de “domesticar” a consejos y audiencias, sustituyendo los presidentes de consejos por gobernadores más fáciles de remover, introduciendo fiscales de Real Hacienda y luego regentes en estos supremos tribunales de justicia. Fue importante también el establecimiento de una carrera administrativa de funcionarios que sustituyeron lentamente a los antiguos escribanos y escribanos mayores en las oficinas gubernativas, dueños de sus cargos por haberlos comprado y por lo tanto considerados como representantes de intereses ajenos a los de los gobernantes.[33]

				Hay que agregar a todas estas medidas la agresiva política regalista del fiscal del Consejo de Castilla, Macanaz, que llevó al rompimiento con Roma, y el conjunto de las reformas dirigidas a abolir o reducir jurisdicciones privilegiadas especiales tradicionales, sustituyéndolas en parte por nuevas con base territorial en los campos militar y comercial. En suma estas medidas dan a entender que a lo largo de la centuria todas las reformas administrativas aspiraban a un fin determinado: introducir en el ámbito de la monarquía el Estado territorial moderno. Éste consistía por un lado precisamente en la inversión de la relación territorio-vasallo. Mientras los Habsburgos gobernaban sobre vasallos de distinto estatus jurídico y de nación distinta, asentados en un territorio determinado, los Borbones pretendían gobernar sobre un territorio sobre el cual viven súbditos de condición variada. A los súbditos de origen peninsular se aplica el denominador común de “nación española”, compuesta por individuos, según se empieza a definir en la década de 1770, tras la creación de las Sociedades Económicas de Amigos del País.[34] De esta forma se excluye oficialmente a los súbditos de otra calidad en contra de las tendencias integradoras por condición socioeconómica en América y de distinguirse como americanos de los peninsulares y otros europeos.[35] Para poder realizar una política mercantilista coherente se tenía que gobernar con exclusividad y sin jurisdicciones concurrentes a un territorio sobre el cual viven vasallos, que cada vez más debían convertirse en súbditos. La aplicación del mercantilismo colbertiano sobre una pirámide de vasallos era imposible, ya que solamente el territorio bien delimitado y organizado era —al menos en Europa— el único referente para su aplicación.[36] Un autor reciente calificó esta política con el denominador “poner el Estado sobre el mapa”.[37]

				La separación del “gobierno” de la “administración de justicia”, así como la división de gobierno en negociados diferentes constituye ciertamente un antecedente temprano de la separación de poderes. Lo que producía problemas era el hecho de que en vista de la supuesta decadencia de España se dio preferencia, en mayor medida, a los asuntos de gobierno sobre todo en sus aspectos económicos.

				Un proyecto político de estas características exigía según la manera de pensar de entonces: a) el establecimiento de provincias administrativamente bien definidas y yuxtapuestas en el mismo pie de igualdad a lo largo y ancho del territorio, gobernados por intendentes sometidos directamente a las autoridades centrales metropolitanas; b) el control efectivo del territorio frente a jurisdicciones concurrentes, como la eclesiástica, señorial, etc.; c) un sistema militar efectivo, basado en tropa regular colocada en sitios estratégicos y complementado por milicias provinciales disciplinadas con base en un sistema de reclutamiento sobre bases de censo, administrado y financiado por cada provincia; d) la toma, en administración directa, de las rentas reales y la racionalización burocrática de los sistemas de cobranza y administración para poder contar con los recursos necesarios para cada ramo de gobierno y el sistema militar, y finalmente: e) el establecimiento de una jerarquía administrativa claramente definida, separando los negociados de justicia unidos con patronato, los de gobierno, hacienda y asuntos militares. Muy pronto se impuso para esta jerarquía nueva el denominador de “la vía reservada” que culminaba en los secretarios de Estado y del despacho universal, bien pronto denominados “ministros”, disponiendo de una agencia administrativa propia, dividida en mesas a cargo de oficiales primeros, segundos etc., que despachaban personalmente con el rey, quedando así relegados los antiguos consejos a tribunales de justicia y organismos asesores.

				El concepto clásico de “gobierno” adquirió de esta manera un carácter ambivalente, unido a la justicia en cuanto a los asuntos tradicionales, y en la nueva acepción económica unido con hacienda y guerra. Es de notar que los asuntos americanos no tuvieron un negociado ministerial propio hasta 1776, sino que se agregaban casi generalmente con la Marina. Recién en 1776 Carlos III constituye el Ministerio de Indias en un negociado propio, que después de la muerte de su primer y único ministro, José de Gálvez, se reparte nuevamente entre ministerios distintos hasta que Carlos IV con la justificación de la unidad de la monarquía constituida en “nación” los distribuye en los ministerios que despachan los asuntos correspondientes a la Península. Si bien no hay investigación sobre el eco de estas medidas en América, es de suponer que este tratamiento no debe de haber agradado mucho, porque al verse tratado finalmente en un pie de igualdad era demasiado tarde por haberse producido entre tanto ya la división mental profunda entre ambas partes de la monarquía de la cual se dispone de tantos testimonios. Si bien este nuevo “sistema de gobierno”, en términos del ministro Campillo, representaba desde la perspectiva histórica en general una modernización, llevó consigo muchos problemas para un imperio tan extendido. Esto tanto más que un sistema de estas características perjudica a los vasallos especialmente distantes de la Corona y de la corte. Su fundamento territorial daba una importancia mucho más grande a la dimensión del espacio, a las distancias y al sistema de comunicaciones, induciendo a los habitantes de territorios más distantes a resaltar la belleza, riqueza, importancia, etc. frente a las partes más metropolitanas.[38] No es de sorprender que estos cambios hacían reclamar a los vasallos americanos muy particularmente el respeto a una legalidad antigua, basada en concesiones reales por méritos, que formalmente quedó en pie y les daba mayores garantías de autogestión y de hacerse escuchar por un monarca muy distante. De esta forma la creación de los ministerios por la nueva dinastía y la adjudicación de los negocios americanos a estas nuevas autoridades en el fondo provocaron no solamente problemas de legalidad sino también de legitimidad. La figura del virrey, como álter ego del rey y por lo tanto partícipe de la soberanía, las instituciones que lo rodean y en general la capital de un virreinato adquirieron una importancia aun mayor que antes porque quedaba como signo de autonomía. Para la metrópoli, en cambio, precisamente los virreyes se convirtieron más y más en un estorbo para la realización de sus propósitos debido a su legitimación tradicional, que las figuras más prominentes entre ellos sabían emplear de forma muy efectiva. El encargo legal de mantener estos reinos en paz y de defender los intereses de los reinos a su cargo frente a una metrópoli poco o mal informada sobre las realidades americanas les daba un margen de acción mucho más amplio del que tenían los capitanes generales que en Aragón, Cataluña, etc., habían sustituido a los virreyes.

				Las cinco transformaciones institucionales mencionadas no se consideraban como finalidad en sí de la implementación de una política, sino como el requisito previo para poder aplicar cualquiera política. Por este motivo resulta también muy claro que las reformas administrativas no tienen vínculo directo con la Ilustración, sino que constituyen más bien el resultado de un proceso de racionalización que se había producido en la centuria previa, como José de Gálvez y el virrey de Croix muy bien lo reconocen en su plan de introducción de intendentes en Nueva España en 1767.[39] El proceso de realización de estas condiciones previas institucionales, afectando varias materias gubernativas, podía variar en cuanto a los puntos a) hasta el d) según las condiciones políticas de cada entidad afectada, es decir bien podía empezarse con la división en provincias o con lo militar o lo administrativo o la hacienda, según el caso. El orden de introducción no importaba, aunque los costos que llevaban consigo estas medidas daban cierta preferencia a la Hacienda Real. El punto e), o sea el establecimiento de la vía reservada, se terminó apenas finalizada la Guerra de Sucesión y tenía consecuencias para toda la monarquía, mientras las otras medidas tardaron, incluso en la Península, hasta más o menos el final del reinado de Felipe V.

				Como las reformas se aplicaban primero en la Península con pleno alcance, había que promover primeramente la aceptación allá, fomentando los discursos sobre los problemas de España. Conforme los principios de la nueva política aplicada después de la Paz de Utrecht en la Península, surgen escritos caracterizados por conceptos colonialistas en el sentido moderno. En éstos se proclamaba, en contra de la legislación vigente de la Recopilación, que los reinos y provincias americanos son subordinados a España y deben de contribuir en mayor medida a la recuperación de la monarquía. Se desarrollan las teorías mercantilistas colonialistas conocidas de Uztáriz, Campillo, Ward y tantos otros. Estas teorías solamente se podían sostener lógicamente con el recurso del concepto de un Estado territorial, es decir de una monarquía constituida ya no por una pluralidad de vasallos residentes en reinos y provincias diferentes, más o menos alejados de la corte del rey, sino constituida por una multitud de territorios a la cual se podía aplicar una jerarquía de superioridad y subordinación. A lo largo de estos escritos se perfilaba cada vez más una vertiente antimonopolista y antioligárquica que reprochaba a las élites americanas estancar el poder y las riquezas y de explotar a los pobres indios que de esta forma se eternizaban en la ignorancia, pobreza y desnudez.[40] Es éste también el contexto que conviene tener en mente en el caso ya mencionado de Boturini.

				No hay que olvidar que estas novedades en la Península produjeron también resistencia, como incluso la historia de las intendencias hispanas permite observar.[41] Ya hacia mediados del siglo se articulan en España cinco grupos políticos que rivalizan por influencia en la corte: a) un grupo de nobles que se denomina generalmente como el partido aragonés, capitaneado bajo Carlos III por el conde de Aranda y de filiación intelectual y política distinta de los otros grupos si bien mayoritariamente ilustrados; b) los representantes de la antigua élite de letrados formados en los colegios mayores y bajo influencia de los jesuitas que desde los tribunales supremos insisten en las antiguas tradiciones legales y procuran estorbar la nueva política por vía indirecta; c) los militares de nueva formación como élite técnica, frecuentemente instruidos en nuevos colegios militares de las distintas armas; d) los juristas de nueva formación, adictos a la política mercantilista reformadora y llamados de forma despectiva “golillas” e influidos en medida creciente por ideas ilustradas y e) un clero nuevo, de orientación regalista y muchas veces también jansenista. Con excepción de los grupos a) y b), en sí contrarios los unos con los otros, los demás en el fondo son partidarios del “nuevo sistema de gobierno”, pero defienden ideas distintas en cuanto a la política concreta a realizar y empiezan a adquirir importancia en Hispanoamérica recién bajo Carlos III. La Corona trata de integrar todos estos grupos en cargos dirigentes a comienzos de la década de 1770, pero se sirve con frecuencia de extranjeros en los cargos ministeriales para equilibrar o neutralizar los grupos internos diferentes. En 1776 Carlos III tiene que ceder a las presiones de los “nacionales” y elimina definitivamente a los extranjeros del grupo dirigente. Las rivalidades en la corte con sus intrigas personales, instrumentalización de determinadas facciones y grupos de interés se convierten así en un factor político decisivo en mayor medida que anteriormente con ministros extranjeros en ministerios claves. Estas rivalidades e intrigas repercuten de forma importante también en las cortes virreinales americanos aunque muchas veces con resultados diferentes a los de la metrópoli, como para México se mostró muy recientemente de forma bien clara.[42] Como la política aplicada no se considera como realizada de forma muy efectiva por los grupos de oposición,[43] aumentan cada vez más las sátiras, intrigas cortesanas y conflictos entre los gobernantes. Ya en la segunda mitad del siglo el gobierno se vuelve, en medida creciente, caótico y carente de una línea clara, como se puede detectar por medio de testimonios políticos de los actores de esta época.[44] El mismo testigo, Francisco de Saavedra, estrecho colaborador de José de Gálvez, amigo de Bernardo de Gálvez y más tarde ministro de Hacienda y primer ministro, es al mismo tiempo testigo de la preocupación del gobierno metropolitano ya en 1780 por el peligro de independencia en México y de la incapacidad de Madrid para organizar acciones bélicas y mantener su autoridad en el Caribe sin los recursos financieros mexicanos.[45]

				III. LA CAPITAL VIRREINAL NOVOHISPANA FRENTE A LAS REFORMAS

				Desde finales del reinado de Felipe V empiezan a aparecer cada vez más frecuentemente en altos cargos americanos los encargados de llevar a la práctica los nuevos principios de gobierno en distintos ramos. Se reproduce en la capital del virreinato mexicano en cierta forma el desarrollo de la corte madrileña. Hay muchos indicios de que iniciativas políticas mexicanas, ya sea de los virreyes o de otras instituciones capitalinas, responden tanto a ocurrencias y conflictos cortesanos en Madrid como a problemas y conflictos internos mexicanos. Uno de los primeros virreyes novohispanos encargado de implantar reformas administrativas importantes fue el primer conde de Revillagigedo, ocupando el cargo desde mediados de la década de 1740. El momento histórico era propicio. Durante el decenio anterior el virrey marqués de Casafuerte había dado inicio a la construcción del edificio nuevo para la casa de moneda. Con mucho aplauso público se empezaron a discutir los problemas de la minería, una epidemia grave llevó no solamente a declarar a la Virgen de Guadalupe como patrona de México sino exigió medidas gubernativas y en 1742 el nuevo virrey de Fuenclara le encargó a José Antonio de Villaseñor y Sánchez “la descripción general de los reynos y provincias de la Nueva España”. Villaseñor y Sánchez era un mexicano ya prominente, profesor de matemáticas, funcionario de la Real Hacienda que ya tenía algunos trabajos publicados, y por lo tanto era la figura indicada para “poner el virreinato sobre el mapa”.[46]

				Muy poco después de hacerse cargo del mando, Revillagigedo manda una “orden” sobre un problema insignificante al Cabildo de México. Éste trata el caso en una sesión en 1746 en la cual aprueba las cuentas del mayordomo de propios y arbitrios de la ciudad en 1717, es decir 30 años atrás, escandalizándose después de la “orden”, alegando que no es costumbre que virreyes y cabildo se entiendan por “órdenes” sino por “billetes”, de la misma manera como los virreyes se entienden con los arzobispos por “ruego y encargo”. Se decide delegar dos regidores al virrey para que le expliquen el asunto.[47] Al parecer se logra un acuerdo con el virrey en cuanto a las formas de comunicación, pero el atraso en liquidar las cuentas de propios y arbitrios conlleva algún tiempo. Después, el nombramiento de un oidor de la Audiencia como “superintendente de propios y arbitrios” de la capital, medida que refleja el desarrollo de las relaciones entre los representantes del común o sea el Cabildo y las autoridades gubernativas. Algún tiempo después, llegando a México un procurador de una ciudad del interior para entrevistarse con el virrey, el Cabildo nombra otros dos regidores para que acompañen al procurador a la entrevista, justificándose el procedimiento con referencia a que es la primera ciudad del reino.

				Más tarde, en 1766, aparentemente enojado por las medidas correspondientes al establecimiento de milicias provinciales, puestas en práctica por el general Villalba, enviado para tal fin desde la metrópoli, el Cabildo de México decide que “de aquí en adelante este cabildo se entenderá con los señores virreyes solamente por carta”, subiendo evidentemente de esta forma el nivel de conflictividad u oposición. La representación del Cabildo de la Ciudad de México en 1771 ante la Corona sobre la ocupación de los cargos con nativos del reino no sorprende ya después de tales antecedentes. Redactada por el oidor Rivadeneira[48] la representación se acoge a la tradición de la Recopilación de 1680, al menos en lo conceptual y jurídico, y es un testimonio también para el conflicto de tradiciones legales mencionadas, resaltando sobre todo el problema de legitimidad al plantear incluso el tema de la relación entre nativos americanos y peninsulares y la relación entre peninsulares y novohispanos. Como este documento se ha interpretado generalmente como primer signo de independencia es de destacar por otra parte que en la corte madrileña, más o menos al mismo tiempo, el primer ministro de origen italiano, el marqués de Grimaldi, se tiene que enfrentar a una oposición creciente que lo denuncia como extranjero y recurre a tradiciones hispánicas antiguas. El conde de Aranda manda incluso una carta al padre confesor de Carlos III en la cual reclama más o menos en los mismos términos que el Cabildo de México la destitución de Grimaldi.[49]

				De hecho tenemos que partir de la idea de que las cortes de Madrid y de México están en una especie de desarrollo paralelo a más tardar desde la década de 1760 y que cada una ocupa una posición muy sui generis en su ámbito territorial, como lo demuestra el motín de Esquilache.[50] Mientras en la primera mitad del siglo XVIII hay un desfase cronológico en los procesos políticos, con la subida al trono de Carlos III ambas cortes parecen sincronizarse en los procesos históricos transcurridos hasta 1808. En todo caso, tomando en cuenta esta perspectiva, hay que concluir otra vez que la Ciudad de México es, como corte virreinal, un caso especial dentro del virreinato de la misma manera que lo es Madrid en la Península. Conviene no olvidar en este contexto las resistencias paralelas latentes de Barcelona, Valencia, etc. del lado español, y la de Guadalajara y de Mérida de Yucatán en el caso de México contra la prepotencia de las metrópolis respectivas, contra el conjunto institucional-administrativo metropolitano que se observa en aquella época con frecuencia.[51] Es de destacar, sin embargo, que la resistencia se produce generalmente a raíz de órdenes generales metropolitanas enviadas a los virreyes, mandando la implementación de medidas de “buen gobierno”, que produce oposición, reclamando tanto Guadalajara como Mérida entenderse directamente con la vía reservada. Es decir, la resistencia se produce frente a las autoridades de la Ciudad de México y no contra las de Madrid. Este fenómeno demuestra que la política metropolitana de desarticular el dispositivo general novohispano y de centralizar desde Madrid las relaciones es bien entendido por regiones novohispanas con antecedentes de autonomía.

				En este contexto es notable la concordancia cronológica: el motín de Esquilache, la expulsión de los jesuitas resistida en Nueva España, la formulación de la nueva retórica política metropolitana del “cuerpo unido de nación”, del documento de Gálvez y de Croix con el recurso a la idea de la grandeza española en su plan,[52] y la reacción del Cabildo de México con la representación ante el rey ya mencionada. Como sería absurdo suponer que el plan de implantación de intendencias para unificar el gobierno peninsular con el mexicano quedó en secreto en la Ciudad de México, pensando solamente en el personal involucrado en su formulación y redacción, tenemos que entender estos documentos también como el comienzo de un intercambio de retórica política nueva entre Madrid y México, que sustituye la antigua retórica colonialista del estilo de Campillo y Cossío, por una que apela a la grandeza española e invita a la Nueva España a sumarse a estos esfuerzos, destacando que la modernización y la unidad del sistema administrativo entre metrópoli y virreinato serían el garante para volver a esa grandeza pasada. Es esto en síntesis el discurso político de la Ilustración. Este discurso metropolitano incipiente se flanquea en México por las actividades publicistas del arzobispo de México y futuro cardenal Lorenzana y del obispo de Puebla, Fabián y Fuero. Frente a este discurso responde México no solamente con la Representación del Cabildo, invocando la legitimidad antigua expresada en la Recopilación de Indias, su calidad de reino distinto de España por su historia, aunque con parentesco cercano. A pesar de emplear una terminología aparentemente tradicional y conservadora, aboga por una modernización del sistema de gobierno al reclamar su entrega a los nativos del país. Sumando a esta representación el largo informe posterior del virrey Bucareli que rechaza la introducción de intendencias por innecesarias, demasiado caro e inadecuado, sosteniendo paralelamente los enfoques de modernización administrativa y, además, la Representación también posterior de los mineros novohispanos, pronosticando la decadencia de la minería en caso de no fomentarla con el establecimiento de una corporación privilegiada para promover su fomento y modernización, se podría ver en estos tres documentos incluso una acción coordinada para advertir a la metrópoli de no cambiar el statu quo existente.[53]

				Dos eventos señalan por otra parte una realidad muy distinta por debajo del nivel de estos discursos en este periodo de cambios acelerados. Con la creación de la Sociedad Bascongada de Amigos del País en estos mismos años se adhirieron alrededor de 500 individuos asentados en la Nueva España,[54] todos aparentemente de origen vasco, aunque muchos de ellos ya nacidos en la Nueva España y/o casados con mujeres de arraigo novohispano. Esto significa la existencia de divisiones entre los grupos de la élite novohispana, aún difícil de calibrar para los tiempos alrededor de 1770. Por otra parte se articula el nuevo concepto del rey frente a sus súbditos de forma bien drástica: véase el caso del virrey de Croix en 1767 al publicar un bando a distribuir a lo largo y ancho del virreinato. En éste dice entre otras cosas “pues de una vez para lo venidero deben saber los súbditos del gran monarca que ocupa el trono de España, que nacieron para callar y obedecer, y no para discurrir ni opinar en los altos asuntos del Gobierno”.[55] El periodo referido presentaba tantas “novedades” insólitas para el público novohispano, tantos debates, conflictos y resistencias que bien puede hablarse de una primera crisis seria en las relaciones entre el virreinato y la metrópoli. La tensión la sintió al parecer el mismo Carlos III, porque tras haber retirado ya al general Juan de Villalba de México, dejando, por cierto, allá la tropa veterana que había traído desde la Península —no olvidemos que la “militarización” novohispana continúa, aunque con menor vigor y autoritarismo—[56] retira poco después al visitador general Gálvez, al virrey de Croix y a los dos eclesiásticos referidos, es decir a Lorenzana y a Fabián y Fuero. Esta renovación amplia del personal político activo en el virreinato desde más o menos 1765 permite evaluar la seriedad de la crisis. Este periodo marca al mismo tiempo de forma bien clara el comienzo de la existencia de por lo menos dos fracciones ideológicas distintas en el país, de las cuales más tarde se formarán los partidos políticos conservador y liberal, perteneciendo tanto criollos como peninsulares a ambas corrientes. Se pone de manifiesto esta división partidaria en el incremento de sermones publicados y la aparición de frailes ambulantes a lo largo del país predicando en contra de las “novedades”, o la organización de fiestas solemnes de los miembros de la Orden de Carlos III, misas anuales con sermón especial para conmemorar a los soldados difuntos españoles en la guerras pasadas y otros testimonios más.[57]

				Pero es más aún. La manera de pensar que se expresaba en el bando del marqués de Croix citado antes era muy distante de la manera de pensar del amplio público novohispano medianamente instruido y en especial del público con formación jurídica universitaria, fueran criollos o peninsulares, eclesiásticos o seglares, conservadores o reformadores, hayan leído a Montesquieu y los enciclopedistas o no.[58] Pone de manifiesto la crisis de legitimidad que se produjo en aquel entonces de forma pública. Además de que nadie en el reino de la Nueva España y de sus anexos fue consultado acerca de la expulsión de los jesuitas —quienes, dicho sea de paso, no tuvieron solamente amigos en el virreinato, tanto entre eclesiásticos seglares como regulares muchos vieron la expulsión sin desagrado—, las expresiones en el bando del virrey de Croix deben de haberse considerado escandalosas. Habían sido emitidos por el máximo representante del rey quien, aparte de posturas y opiniones políticas distintas de los gobernados, era considerado por unos como la fuente máxima y desinteresada de justicia, aunque ya no se podía acceder directamente a él y para otros era la cabeza del reino, detentor de una parte de la soberanía, por lo tanto símbolo de la autonomía novohispana y el único vínculo entre la Nueva España y la España metropolitana, como muy bien hace constatar la mencionada Representación del Cabildo de México de 1771. Desde entonces el conflicto entre legitimidad basada en principios religiosos y legalidad formal, emanada de un monarca lejano y considerada arbitraria, a veces hasta por sus colaboradores más estrechos,[59] se hace patente. Esta realidad constituye a los virreyes, aun en mayor medida, en moderadores entre posturas políticas y diferentes intereses organizados frente a un sistema normativo proveniente de un Madrid cada vez más autoritario, incongruente, contradictorio y hasta confuso. A comienzos de la década de 1770 le tocará al nuevo virrey Bucareli, sucesor del marqués de Croix,[60] la difícil tarea de suavizar el ambiente novohispano bastante removido y de precaver a la metrópoli de medidas reformistas aceleradas.

				El papel de los virreyes novohispanos efectivamente había cambiado mucho en los años transcurridos desde la entrada del primer conde de Revillagigedo en 1746 y el comienzo del mando del virrey Bucareli. Revillagigedo era un militar de carrera quien recibió el título de nobleza a raíz de ésta. Era el primer virrey del cual se podía afirmar que era ennoblecido y nombrado por méritos propios, respondiendo así al nuevo ideal de nobleza defendida por los Borbones, frente a un concepto de nobleza basado en la sangre, en antigüedad familiar y en méritos contraídos por predecesores. El conflicto mencionado por la orden enviada al Cabildo de México en 1746 ya deja entrever que empezaban a tropezar maneras de pensar y de actuar distintas, aunque, al parecer todavía se podían solucionar problemas de esta índole de forma pacífica. Evidentemente ya no era así en 1766 al decidir el Cabildo comunicarse en el futuro solamente por carta con el virrey y al salir del mando el segundo conde de Revillagigedo en 1794 el mismo Cabildo incluso lo denunció en el juicio de residencia. En un periodo en el cual lo simbólico aún pesaba mucho en las relaciones entre personas e instituciones estos sucesos son de importancia e indican que los problemas con el nuevo sistema de gobierno datan de tiempos anteriores al mandato de Carlos III, pero fueron rápidamente en aumento a comienzos de su reinado.[61] Ya en 1747 la Corona nombró al primer conde de Revillagigedo para el cargo de “superintendente general de Real Hacienda” en el virreinato. Este nombramiento se ha tomado muy poco en cuenta por la historiografía probablemente por dos razones: a) porque los virreyes como presidentes de la tradicional “junta de hacienda” siempre tuvieron influencia en la gestión financiera, y b) porque el arranque tradicional con Carlos III en los estudios de los antecedentes de la independencia impidió ver que esta medida inauguraba en el virreinato lo que Campillo y Cossío denominó “nuevo sistema de gobierno”. ¿Qué significaba, pues, la medida de 1747?

				Para los coetáneos que habían vivido el largo reinado de Felipe V, la medida debe de haberse entendido como el comienzo de la introducción de este nuevo sistema de gobierno o, si se prefiere el denominador de Brading —referido al comienzo de este artículo—, de la extensión de la “revolución en el gobierno” a la Nueva España. Hay que mantener que a más tardar en este momento muchos novohispanos sabían lo que aguardaba al virreinato, tanto más que ya en 1736 se había puesto en administración real la casa de moneda como antecedente. En aquel entonces solamente se podía dudar ya sobre la manera de proceder y el orden por el cual se iban a producir los cambios. Por los antecedentes peninsulares se sabía que a la introducción de este cargo se unía la aspiración de la toma en administración de todas las rentas reales, la introducción de las intendencias y la transformación del cargo virreinal en máximo burócrata primero y su sustitución al final del proceso mediante la separación de la administración de hacienda y guerra de la de gobierno y justicia al estilo de la Corona de Aragón con anterioridad. Lo que parecía respetarse en 1747 era la autonomía novohispana como reino aparte, porque al virrey se nombraba “superintendente general de Real Hacienda de la Nueva España”, es decir que el virrey recibía el cargo en la misma forma como en la Península lo ostentaba el ministro de Hacienda, quien al mismo tiempo era también “superintendente general de Real Hacienda”. Como secretario de Estado le correspondía despachar los asuntos respectivos con el rey, como superintendente general era el jefe de la administración de Real Hacienda en todo lo ejecutivo y burocrático relacionado con la administración, ya reformada, en España. Como ya se dijo, hoy en día estas diferencias parecen sutilezas para especialistas, pero dada la importancia de lo simbólico, de la cual hemos podido percibirnos ya, tenemos que constatar que se habrá notado perfectamente en México que el primer conde de Revillagigedo fue nombrado “superintendente general” y no, como lo será en 1787 Fernando José Mangino, “superintendente subdelegado” del general, que por entonces para toda la monarquía ya lo era el ministro José de Gálvez. Los cambios, por lo tanto, se introducían lentamente y con cierta sutileza y respetando sensibilidades mexicanas.

				La toma en administración de las rentas reales, especialmente la de alcabalas —que se había subastado con anterioridad al mejor postor o encabezado a ciudades y villas—, en los tiempos sucesivos afectó más que nada a intereses oligárquicos en provincias que se habían beneficiado anteriormente con el sistema antiguo de recaudación. Al mismo tiempo esta medida dio empleos —en total más de 600— a gente de menor rango social en aduanas, alcabalatorios y demás oficinas que se crearon en este contexto. De este proceso se benefició la capital de México, en la cual se establecieron las respectivas administraciones centrales, que permitieron aumentar el control sobre las provincias y a la cual debían afluir las sumas recaudadas, que bien pronto crecieron. Paralelamente creció el poder de los virreyes en cuanto a jefes inmediatos de todo lo relacionado con la Real Hacienda y asuntos militares.[62] A pesar de no encontrar mucha oposición esta medida, cuando la Corona consultó al primer conde de Revillagigedo sobre la conveniencia de introducir el sistema de intendencias en la Nueva España, éste respondió en 1749 que era absolutamente inconveniente realizar esta medida, ya que las condiciones del virreinato exigían aún por mucho tiempo un gobierno distinto del de la metrópoli. De esta forma vaga lo rechazó la mayoría de sus sucesores, con la excepción del marqués de Croix al firmar el plan de introducción de estos funcionarios que José de Gálvez presentó a la Corona, siendo visitador general del virreinato.

				Bucareli se declaró abiertamente en contra, alegando que con el aumento de los ingresos de la Real Hacienda ya no era necesaria esta medida, sino que al contrario significaría un gasto enorme de sueldos —recordemos que el conde de Aranda vinculó con esta medida la abolición del sistema social de castas y de los privilegios y discriminaciones que conllevaba. Mayorga se sintió muy incómodo con el intendente que Madrid, de forma semiescondida, le había agregado a este virrey interino, cuya autoridad se mermó por la introducción de un regente en la Audiencia. Los dos virreyes Gálvez no se pronunciaban de forma oficial sobre el problema, sintiéndose protegidos por el ministro, respectivamente su hermano y su tío, y por su fama de militares victoriosos, para no entrar a discutir los rumores en torno a Bernardo de Gálvez de que se haya querido constituir en rey de un México independiente. Ambos virreyes se empeñaron en tomar medidas a favor de la capital, aumentando la seguridad con el establecimiento de alcaldes de barrio, la construcción del palacio de Chapultepec con fondos provenientes de la ganadería y con el establecimiento de la Academia de San Carlos. Bernardo de Gálvez procuró muy particularmente ser popular en la crisis alimenticia que afectó a la capital en 1785 y 1786, gastando de su peculio en la compra de alimentos y su distribución personal a los pobres. Por bando impreso convocó una “junta de ciudadanos”, al parecer la primera vez que se empleaba públicamente esta palabra clave en el futuro, para tomar medidas contra el hambre en la ciudad.[63] En la actualidad esta actitud se llamaría populismo.

				En 1786 llega finalmente el cambio radical en todos los niveles: se introduce el comercio libre para el virreinato, con la ordenanza de intendentes se separa la superintendencia, ahora convertida en “subdelegada”, de las funciones de virrey y se introducen los intendentes de provincia, con el establecimiento de cajas reales en cada capital de provincia, la abolición de los alcaldes mayores y corregidores y con la prohibición estricta del comercio de repartimientos que estos funcionarios realizaban en estrecha colaboración con los grandes comerciantes metropolitanos.

				El arzobispo y virrey interino Núñez de Haro, que se ve enfrentado con estas medidas, se declara rotundamente en contra de esta merma de la autoridad que necesariamente tenía que tener un virrey, ejerciendo la superintendencia de Real Hacienda. Habrá entendido también que convirtiéndola al mismo tiempo en “subdelegada de la general” —que residía en el ministro— se daba el golpe de gracia a la autoridad virreinal y a la autonomía novohispana. Al virrey que se envía a sustituir al arzobispo, el débil y desacreditado ya en este cargo, en Nueva Granada al estallar la revolución de los comuneros, Manuel de Flores, se le induce a anular algunas de las medidas más importantes que contenía la ordenanza de intendentes, y articulando su desacuerdo con la reforma pide su relevo. En estos momentos corrían voces por todo el virreinato, muerto ya Gálvez, de que se iba a abolir todo el sistema de intendencias, tanto más que para paliar el descontento muy pronto se había vuelto a unir la superintendencia, siempre en pie de subdelegada, al virrey, “por ahora”. En esta situación de inseguridad y de protesta latente llega el nuevo virrey, el segundo conde de Revillagigedo, hijo del predecesor del mismo nombre.

				Éste se empeña desde el principio en que el sistema quede de tal forma que los intendentes de provincia queden subordinados directos de los virreyes y que éstos tengan a su cargo el nombramiento de los subdelegados. Mantiene la superintendencia, pero intenta deshacerse de la intendencia de provincia, entidad territorial sin precedentes algunos, que estaba anexa a ella y de la cual surgirá después de la independencia el Estado de México. El poder del virrey y todo el conjunto oficinesco de la capital controlaban ahora mediante mecanismos burocráticos nuevos el país entero con mayor autoridad y facilidad que nunca antes. Perdió Revillagigedo algún forcejeo con Madrid por el nombramiento de los subdelegados o la manutención separada de la superintendencia de la intendencia de la provincia de México. Estas últimas medidas, sin embargo, no afectaron mucho al poder virreinal en la práctica, debido a que entretanto ya disponía de una secretaría que igualaba a la del ministerio madrileño. En suma, esta trayectoria permite concluir que después de declararse en 1749 el primer conde de Revillagigedo en contra de las intendencias, suponiendo que esta reforma tenía que repercutir finalmente en un aniquilamiento del cargo del virrey, los sucesores se seguían declarando en contra, aumentaban su poder al realizar toda una serie de reformas para las cuales se necesitaba su autoridad, hasta que finalmente el segundo conde de Revillagigedo, aprovechando la confusión en la metrópoli por la sucesión al trono de Carlos IV y por la Revolución francesa, logró convertir el sistema de intendencias en un soporte del poder virreinal.

				El tipo de virrey que representaba Revillagigedo tiene más en común con un gobernante de estilo napoleónico que con un virrey al estilo de épocas anteriores. Por su formación profesional militar moderna[64] entendía tanto de matemáticas, de física y de cartografía, como podía discutir de forma competente problemas de métodos estadísticos sobre la población de la Ciudad de México con un erudito como Alzate y Ramírez, calibrar proyectos como los de construcción de caminos o de abasto urbano. Trabajaba incansablemente a tal punto que testimonios contemporáneos se sorprenden de ver luces en la secretaría del virreinato hasta muy entrada la noche. Se toma la libertad de llevar a cabo una política bastante autónoma, distribuyendo ventajas a grupos diferentes para mantenerlos en paz y colaborando en la manutención del statu quo, impone la modernización de muchos aspectos urbanísticos de la capital, dando así ocupación a los miserables y haciendo pagar las medidas a los acomodados. Vuelve a permitir los repartimientos de comercio de forma indirecta en contra de la ordenanza de intendencias. No dudaba en escribir cartas muy drásticamente formuladas al gobierno central en Madrid, reprochando a los responsables órdenes equivocadas. Tampoco vacilaba en imponer el respeto frente a las autoridades a oficiales subordinados. Así, por ejemplo, ordenó al intendente de Puebla, Manuel de Flon, teniente coronel, oficial que conocía bien desde antes y apreciaba como gobernante, presentarse en la Audiencia de México a pedir disculpas, después de excederse aquel funcionario en expresiones críticas contra un fallo de la Audiencia en un pleito que Flon mantenía con el Cabildo poblano. A diferencia de su padre y antecesor, el segundo conde de Revillagigedo veía entre los cargos de gobernador, capitán general, superintendente y presidente de la Audiencia que el más importante era el de capitán general. Su padre en cambio destacó como más importantes las funciones de gobernador. El arzobispo Núñez de Haro le veía como simpatizante de la Revolución francesa y, si acaso, desaprobaba solamente el haber llevado a Luis XVI al cadalso.

				Su política, por un lado, era facilitada por el desvanecimiento creciente del poder y de la autoridad real y el temor de los dirigentes peninsulares ante el peligro de perder América y muy especialmente la Nueva España, motivo que habrá contribuido a aumentar el peso de los asuntos militares. Por el otro lado se necesitaba para ejercer un papel de gobernante de este tipo una personalidad con suficiente capacidad y autoridad personal para llevar las riendas del gobierno en situaciones de cambio como definitivamente se presentaron después de la Revolución en Francia tanto en Europa como en América.

				No cabe duda de que la revolución en el gobierno que empezó a comienzos del siglo XVIII en España y continuó a lo largo de todo el siglo y más allá durante toda la monarquía produjo cambios profundos en todas sus partes. Pero a pesar de que al final existía una nueva división territorial, una administración más efectiva y burocratizada, un sistema fiscal más productivo que antes, y estructuras militares bastante efectivas, como demuestran las mismas guerras de independencia, lo que esta revolución en el gobierno pretendía alcanzar no se logró. Hemos sostenido que el proyecto como tal era construir el Estado territorial. La territorialización a pesar de muchos problemas y fallos de la división territorial tanto en la Península como en América, denunciados por críticos en ambas partes del Atlántico, en sustancia se logró. Pero no se logró en la forma que se había pretendido, es decir dividiendo todo el imperio en provincias y subordinarlas directamente a Madrid. La idea era descentralizar a las entidades antiguas —los virreinatos— para aniquilar los poderes que se habían constituido en Lima y México, primero de la misma manera como se desarticularon en la Península Zaragoza, Barcelona y Valencia. Para lograrlo se creó el virreinato de Nueva Granada primero y por problemas de política internacional el de Buenos Aires después, con el propósito de sustituir finalmente a todos por capitanes generales al estilo de O’Donojú. En este sentido la política no era de “reconquista”, como afirma König, sino de conquista, es decir de conquista del territorio para “ponerlo sobre el mapa”. Las vicisitudes políticas, especialmente los propósitos de modernización, llevaron a esta política, sin embargo, a centralizar el poder en las antiguas y nuevas metrópolis americanas y esto en mucho mayor medida como jamás lo había estado, a no ser en el poder simbólico de virreyes que representaban un rey que definía su función de mantener en paz a sus reinos por medio de la buena administración de justicia.

				Un testigo coetáneo muy fiable de este fracaso es, sin lugar a dudas, el intendente de Puebla de los Ángeles, Manuel de Flon, de una familia navarra que Felipe V había distinguido con el título de conde de la Cadena por su apoyo en la Guerra de Sucesión. Habiendo nacido en Pamplona alrededor de 1745 entró a la edad de 16 años al servicio militar, sirvió en Orán y en la Florida, en donde se relacionó con la familia Gálvez, así como con el concuñado de Bernardo de Gálvez y del intendente de Valladolid y luego de Guanajuato: Antonio Riaño, al casarse con una de las tres hijas del patricio de Nueva Orleáns, Saint Maxent.[65] Es de suponer que Flon por estas relaciones entendió muy bien el significado y las metas de la política borbónica hacia América, al menos en su interpretación de Floridablanca y Gálvez. Aun tomando en cuenta su carácter terco podrán tomarse en cuenta sus representaciones a la Corona por interpretaciones muy próximas a los propósitos perseguidos en Madrid. Ya el 27 de junio de 1792, gobernando en México el segundo conde de Revillagigedo y después de haberse visto obligado por éste a presentar en la Audiencia sus disculpas a pesar de estar convencido de haber obrado según lo contenido en la ordenanza de intendentes, se dirigió al ministro de Hacienda, Miguel Cayetano Soler,[66] demostrando con muchos ejemplos que lo expresado en la ordenanza de intendentes no se había cumplido por la ambición de los superiores en la capital del virreinato. Alegaba que los intendentes se veían reducidos a meros alcaldes mayores. El blanco preciso de sus ataques fue el regente criollo de la Audiencia y miembro de la Junta Superior de Hacienda, don Francisco de Gamboa, a quien se reprocha de proteger desde sus cargos procedimientos ilegales demostrados, cometidos por funcionarios poblanos. La representación permite opinar sobre la manera de actuar de Revillagigedo, quien obligó a Flon a la disculpa aunque secretamente califica a Gamboa y los oidores existentes en general como inútiles, viejos achacosos e interesados. Las autoridades superiores mexicanas entre sí no se estiman mucho: el arzobispo español critica duramente al virrey, éste al arzobispo y a los miembros de la Audiencia, sean criollos o peninsulares, pero entre todos encubren sus antipatías y resentimientos frente a autoridades provincianas. El 21 diciembre de 1801 escribe nuevamente al ministro Soler arremetiendo en forma mucho más radical contra los mecanismos de gobierno.[67] Recurriendo al peligro de la independencia de México pronostica que ésta, si acaso, se decidirá en la capital del virreinato que sigue arrastrando todos los negocios hacia ella. Para precaver el problema sugiere la abolición del cargo de virrey y que se divida el virreinato en cinco capitanías generales, cada una dotada con una pequeña audiencia, y sometidas todas directamente a Madrid. De esta manera podría sofocarse cualquier movimiento de independencia que podría surgir en una de las capitanías con la colaboración de las otras. En suma, habiéndose entre tanto convertido en preocupación metropolitana principal el problema de la independencia, tanto los virreyes alegan frente a Madrid que este peligro solamente se puede precaver con virreyes fuertes y autorizados, como otros dicen precisamente lo contrario. Si Madrid continuó realizando su política de reformas a pesar de estar ya desde 1780 enfrentando el problema independentista es de suponer que lo expresado por Flon responde al plan original de las reformas, pero después de 1789 ya faltó la decisión en Madrid para continuar insistiendo. Por otra parte hay que afirmar que por más controvertida que sea la actuación del intendente poblano, difícilmente se puede dudar de su capacidad profética, al menos para el caso de la independencia de México.

				Las páginas precedentes presentan una visión reduccionista de la política borbónica y de sus resultados en la Nueva España. Habría que enfocar muchos otros aspectos económicos, ideológicos, eclesiásticos etc. y, sobre todo trascender hasta el nivel regional y local para calibrar la totalidad de transformaciones involucradas. Con todo creemos que el enfoque adoptado permite identificar muchos antecedentes de problemas posteriores, especialmente en la política ulterior del país. Con sólo imaginarse lo que hubiera pasado con el virreinato si la propuesta de Flon se hubiera realizado de acuerdo con los planes iniciales y realizados en gran parte en la metrópoli se apreciará que el futuro del virreinato tal como se presentaba a comienzos del siglo XVIII podría haber desembocado en soluciones históricas muy distintas. Por otra parte el paralelismo de muchos desarrollos en la Península y en el virreinato novohispano puede dar motivo para explicar el origen de problemas ulteriores en antecedentes dieciochescos: de ahí las dificultades de legitimar un orden nuevo, después de haberse roto ya durante el XVIII la legitimidad tradicional y el orden institucional que se basaba en ella. También se pone de manifiesto el autoritarismo implícito y explícito de la modernización ilustrada por su unión frecuente con un militarismo nuevo y basado en un sistema de formación profesional nuevo. Hasta el presidencialismo posterior podría haber tenido sus raíces en las transformaciones de la segunda mitad del XVIII, para mencionar tan sólo algunos ejemplos.
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				NOTAS AL PIE

				
					
						[1] BRADING, Miners and Merchants in Bourbon Mexico, 1763-1810.

					

					
						[2] Cfr. KÖNIG, Kleine Geschichte Lateinamerikas; en este contexto conviene recordar que también una parte de “las Españas del siglo XVIII” se consideran “vencidas“, i. e., conquistadas, en la historiografía reciente, cfr. LLUCH, Las Españas vencidas del siglo XVIII.

					

					
						[3] JÁUREGUI, “Las reformas borbónicas”, p. 113.

					

					
						[4] Sin recurrir al estudio antiguo de LEVENE, Las Indias no eran colonias, cabría citar en este contexto a BRAVO LIRA, “Régimen virreinal. Constantes y variantes de la Constitución política en Iberoamérica (siglos XVI al XXI)”, p. 375.

					

					
						[5] Cfr. CROSBY, Ecological Imperialism. The Biological Expansion of Europe, 900-1900, ampliación de lo que el mismo autor a comienzos de los setenta aún llamó “The Columbian Exchange”, cfr. CROSBY, The Columbian Exchange. Biological and Cultural Consequences of 1492.

					

					
						[6] Cfr. tan sólo el libro reciente de ELLIOT, Empires of the Atlantic World. Hay que resaltar, sin embargo, que desde hace algún tiempo surgen visiones que se apartan ya del todo de aproximaciones desde la perspectiva europea, característica general de los trabajos referidos antes, postulando simplemente una “historia atlántica”, como lo hace de forma programática por ejemplo BAILYN, Atlantic History. En esta línea de interpretación se toman en cuenta mucho más las repercusiones de la expansión europea en la Europa misma y, al menos en parte, las aportaciones al desarrollo histórico de los indígenas americanos y de los africanos en ambos lados del océano.

					

					
						[7] LLUCH, Las Españas vencidas del siglo XVIII; ya antes PÉREZ COLLADOS, Una aproximación histórica al concepto jurídico de nacionalidad, planteó una parte esencial de esta problemática, que tiene su prolongación italiana desde que en Nápoles se instaló al infante Carlos de Borbón —el futuro Carlos III— como rey, dirigido en larga medida por consejeros españoles impuestos por Felipe V. De forma amplia, en lo cronológico y en lo espacial, lo analizó recientemente GITTERMANN, Die Ökonomisierung des politischen Denkens. Neapel und Spanien im Zeichen der Reformbewegungen des 18. Jahrhunderts unter der Herrschaft Karls III.

					

					
						[8] Baste recordar el incidente en torno a la marcha militar que el conde de Aranda trajo de Prusia y que después se introdujo en el ejército como “marcha española”.

					

					
						[9] Cfr. OLIVA MELGAR, Cataluña y el comercio privilegiado con América en el siglo XVIII. La Real Compañía de Comercio de Barcelona a Indias. En este contexto es preciso señalar la necesidad de indagar más a fondo hasta dónde la política comercial de la Corona en aquella centuria respondió a una estrategia “geohistórica” vinculando determinadas regiones peninsulares, por medio de compañías de comercio privilegiadas, con determinadas regiones hispanoamericanas para sustraerlas de influencias y vínculos que se habían creado históricamente. Volveremos más adelante a las implicaciones políticas de estas medidas generalmente interpretadas exclusivamente en términos comerciales o en términos centro-periferia. Dejando de lado la ya tantas veces estudiada Compañía Guipuzcoana, cfr. sobre el particular los estudios españoles de RICO LINAGE, Las Reales Compañías de Comercio con América. Los órganos de gobierno; GÁRATE OJANGUREN, Comercio ultramarino e Ilustración. La Real Compañía de La Habana; RIBES, Los valencianos y América. El comercio valenciano con Indias en el siglo XVIII; GUIMERÁ RAVINA, Burguesía extranjera y comercio atlántico. La empresa comercial irlandesa en Canarias (1703-1771); BUSTOS RODRÍGUEZ, Cádiz en el sistema atlántico. La ciudad, sus comerciantes y la actividad mercantil (1650-1830); MARTÍNEZ SHAW y OLIVA MELGAR, El sistema atlántico español (siglos XVII-XIX). Igualmente habría que mencionar aunque solamente de forma sumaria las actas publicadas de los 17 coloquios de Historia Canario-Americana.

					

					
						[10] Cfr. MATUTE, Lorenzo Boturini y el pensamiento histórico de Vico; entretanto se publicaron trabajos más recientes sobre Boturini a los cuales no tuve acceso.

					

					
						[11] Cfr. por ejemplo HERZOG, Defining Nations. Immigrants and Citizens in Early Modern Spain and Spanish America; SOLANO PÉREZ-LILA, La pasión de reformar. Antonio de Ulloa, marino y científico, 1716-1795.

					

					
						[12] Cfr. por ejemplo DEMEL, Europäische Geschichte des 18. Jahrhunderts. Ständische Gesellschaft und europäisches Mächtesystem im beschleunigten Wandel (1689/1700-1789/1800).

					

					
						[13] Recientemente OWENS analizó esto de forma magistral para el caso de Castilla: “By My Absolute Royal Authority”. Justice and the Castilian Commonwealth at the Beginning of the First Global Age.

					

					
						[14] BIGGS, “Putting the State on the map: Cartography, territory, and European State formation”, pp. 374-411.

					

					
						[15] FRANÇOIS, “Das napoleonische Hegemonialsystem auf dem Kontinent”, pp. 73-83.

					

					
						[16] Cfr. GERSTENBERGER, Iberien im Spiegel frühneuzeitlicher enzyklopädischer Lexika Europas. Diskursgeschichtliche Untersuchung spanischer und portugiesischer Nationalstereotypen des 17. und 18. Jahrhunderts; SCHENK y WINKLER, Der Süden. Neue Perspektiven auf eine europäische Geschichtsregion.

					

					
						[17] Como aquí será imposible desarrollar en detalle la argumentación —por ser proyecto de un libro en curso—, revisando en gran parte la larga serie de estudios propios realizados sobre el siglo XVIII novohispano, me limito a indicar a continuación solamente algunas de las publicaciones que vienen al caso; cfr. PIETSCHMANN, Las reformas borbónicas y el sistema de intendencias en Nueva España, falta en esta traducción un capítulo que tuvo que publicarse aparte por los costos de impresión: PIETSCHMANN, “Die Reorganisation des Verwaltungssystems im Vizekönigreich Neu-Spanien im Zusammenhang mit der Einführung des Intendentandensystems in Amerika (1763-1786)”, pp. 126-220; PIETSCHMANN, Mexiko zwischen Reform und Revolution. Vom bourbonischen Zeitalter zur Unabhän­gigkeit; PIETSCHMANN, “Dos documentos significativos para la historia del régimen de intendencias en Nueva España”, pp. 397-442; PIETSCHMANN, “Las élites políticas de México en la época de la emancipación, 1770-1830”, pp. 45-63; PIETSCHMANN, “Un testimonio del impacto del reformismo borbónico en Nueva España: la representación del intendente de Puebla de los Ángeles del 27 de junio de 1792”, pp. 1-38; PIETSCHMANN, “Spanien unter bourbonischer Herrschaft: Vom Erbfolgekrieg über die Errichtung des Territorialstaates zur Nation”, pp. 176-237; PIETSCHMANN, “Discursos y reformas dieciochescas en el mundo ibérico”, pp. 17-41; PIETSCHMANN, “Mexiko: Von der vorspanischen Zeit bis zum Beginn der Unabhängigkeitsepoche”, pp. 9-118, especialmente p. 95.

					

					
						[18] Una revisión sucinta de la primera Gaceta de México de los años 1720 y 1730 permite ver con toda claridad este flujo de informaciones, ya que con regularidad se informa hasta de sucesos en Europa oriental, en el Mediterráneo, etc., extractando aparentemente otros periódicos europeos que llegaban a México, y tratando de las cosas en España solamente de paso y como consabidas. Más tarde, con el establecimiento del correo desde La Coruña, llegaba información oficial a ritmo mensual y mediante la comunicación dentro del Caribe a ritmo aún más frecuente conforme se estableció el comercio libre entre 1765 y 1778, del cual México quedó excluido por otros motivos hasta 1786. También la imprenta en México presenta buenos testimonios de la estrecha interacción de Madrid y México. Se encuentran incluso bastantes ejemplos a lo largo del siglo XVIII de que a pesar de la censura inquisitorial y virreinal se imprimieron textos que no deben de haber sido muy acordes con la manera de pensar de la corte en Madrid. Debo expresar aquí mi gratitud a la John Carter Brown Library en Providence, R.I., que me concedió en 2002 la Andrew W. Mellon Senior Research Fellowship y me permitió trabajar seis meses en sus excelentes colecciones, revisando especialmente los impresos mexicanos y madrileños del XVIII en la forma de catalogación según año de impresión.

					

					
						[19] Estos conflictos desgraciadamente poco se han estudiado de forma cronológica; solamente los estudios sobre el gobierno de virreyes determinados los suelen abarcar. Recientemente ROSENMÜLLER, Patrons, Partisans, and Palace Intrigues. The Court Society of Colonial Mexico, 1702-1710, presenta un estudio muy ilustrativo sobre esta problemática precisamente a comienzos de la dinastía borbónica en España y destaca que el mismo virrey Albuquerque, enviado por Felipe V, se opone a reformas mandadas a introducir por parte de la Corona. Los mecanismos de la conflictividad intrínseca de esta jerarquía tripartita, cubriendo espacios y distancias enormes, se esbozaron en PIETSCHMANN, “Actores locales y poder central: la herencia colonial y el caso de México”, pp. 51-83, reimpreso en PIETSCHMANN, Mexiko zwischen Reform und Revolution.

					

					
						[20] Cfr. FERNÁNDEZ DURÁN, Gerónimo de Uztáriz (1670-1732). Una política económica para Felipe V; FUENTES QUINTANA, Economía y economistas españoles (especialmente vol. 2: De los orígenes al mercantilismo); GÓMEZ URDÁÑEZ, El proyecto reformista de Ensenada; ANDRÉS-GALLEGO, El motín de Esquilache. América y Europa; CAMPOMANES, Dictamen fiscal de expulsión de los jesuitas de España (1766-1767); CASTRO, Campomanes, Estado y reformismo ilustrado; PORTILLO VALDÉS, Revolución de nación. Orígenes de la cultura constitucional en España, 1780-1812; HERZOG, Defining Nations. Immigrants and Citizens in Early Modern Spain and Spanish America.

					

					
						[21] Este proyecto retoma la propuesta del conde de Aranda de 1783 a Carlos III, después de firmar el Tratado de París que ratificó la independencia de Estados Unidos. Bajo Godoy se discutió secretamente en la corte un proyecto similar al de Aranda, cfr. RAMOS PÉREZ, “Los proyectos de independencia para América preparados por el rey Carlos IV”.

					

					
						[22] Conviene recordar que por entonces se puso en vigor tanto la Recopilación de Leyes de Castilla como los Fori Aragonum, textos que tenían rango de códigos legales fundamentales, equivalentes a una constitución moderna. Con la denominación “recopilación” solamente se pretendía evitar una rivalidad con el Código de Justiniano, la “vaca sagrada” de todo letrado formado con base en este antecedente. Las circunstancias políticas por la demora de más de un siglo de la Recopilación de Indias aún están en disputa entre los historiadores del derecho.

					

					
						[23] Desde luego se plantea en este contexto la pregunta, al menos de forma indirecta, de hasta dónde la Recopilación suscitó el problema de Cortes en Indias, muy probablemente una de las causas por las cuales la Recopilación se había demorado más de un siglo. Según la tradición legal hispánica las leyes tenían que ser legitimadas por una reunión de las Cortes. Hasta cierto punto se justificaba la legitimidad de la Recopilación con las largas citas de disposiciones reales que preceden las distintas leyes y que se consideraban legitimadas por el procedimiento judicial de escuchar las partes. Con todo, aquí no viene al caso discutir estos problemas más detenidamente.

					

					
						[24] Tras haber publicado un ensayo crítico sobre el tema de la justicia, en 1761 Campomanes sometió a Carlos III su proyecto de la edición del Derecho Real de Castilla en 10 tomos que permitiría acabar con “el abuso de las glosas e interpretaciones voluntarias que hacen incierto y arbitrario el Derecho”, CASTRO, Campomanes, p. 61. La misma Corona lo reconoció de forma indirecta más tarde con iniciativas legales como la formación de los códigos de negros desde el reinado de Carlos III, cfr. LUCENA SALMORAL, Los códigos negros de la América española. Resulta de interés que haya sido precisamente Venezuela la provincia en la cual la declaración de la independencia se justificó, entre otras razones, con el argumento de que los Borbones abolieron el feudalismo, cfr. “Manifiesto al Mundo de la Confederación de Venezuela (1811)”. En contrapartida es preciso destacar que en las capitales de los antiguos virreinatos surgió paralelamente la necesidad de recopilar las disposiciones legales del gobierno virreinal, cfr. VENTURA BELEÑA, Recopilación sumaria de todos los autos acordados de la Real Audiencia y Sala del Crimen de esta Nueva España, lo cual es evidentemente una afirmación de la actividad gubernativa del conjunto de la administración virreinal. Hay compilaciones similares también en América del Sur. Habría que estudiar más a fondo si el ordenamiento metropolitano y el interés recopilador colonial son signos de antagonismo o de combinar esfuerzos gubernativos. En todo caso tanto la Recopilación como las recopilaciones sumarias americanas y la legislación reciente emanada de Madrid facilitaban a las autoridades americanas muchas posibilidades de reacción frente a cada medida gubernativa concreta.

					

					
						[25] LOHSE, Mexiko-Stadt im 18. Jahrhundert. Das Bild einer kolonialen Metropole aus zeitgenössischer Perspektive, análisis de la historia de la Ciudad de México basada en observaciones de viajeros de la época, cita al oficial de marina francés al servicio de España, Jean de Monségur. Éste destaca en sus observaciones de 1709 ya la opinión desmedida y difundida entre los criollos novohispanos y especialmente entre los capitalinos de la grandeza, belleza y riqueza de su ciudad que no tiene igual en el mundo: p. 5, la cita puesta como lema inicial del estudio.

					

					
						[26] Cfr. por ejemplo SEIJAS Y LOBERA, Gobierno militar y político del reino imperial de la Nueva España (1702), texto escrito por un español de una trayectoria realmente singular al servicio de Luis XIV de Francia. En este contexto nos referimos no tanto a la referencia “imperial” en el título, sino más bien al contenido espectacular del escrito, que muestra cómo la penetración extranjera en el Caribe fue aprovechada para aumentar el poder virreinal. En cierta manera complementario es ROBLES, América a fines del siglo XVII. Noticias de los lugares de contrabando, relación de un viaje del autor, quien alega haber visitado por interés propio los lugares de contrabando en América, lugares generalmente pobres y miserables que contrastan mucho con los testimonios que se tienen de México. Relata sus experiencias en 1704 a un consejero de Indias. Destaca esta fuente que el contrabando es sobre todo consecuencia del abandono de muchas zonas por el sistema político-comercial-financiero metropolitano vigente. También hay que recordar que el uso de la terminología “…rey de las Españas y emperador de las Indias” en impresos novohispanos de carácter oficial, como por ejemplo en sermones fúnebres del siglo XVIII, es un testimonio de la difusión de tales pensamientos, como hemos señalado en PÉREZ COLLADOS, Una aproximación histórica al concepto jurídico de nacionalidad. Tampoco es preciso insistir mayormente en el uso frecuente de ideas imperiales en Carlos Sigüenza y Góngora, de suerte que discursos imperiales se encuentran de sobra y que, por lo tanto, más allá del problema de hasta dónde estos testimonios corresponden a realidades concretas, estamos frente a importantes testimonios de pensamiento y mentalidad. A mediados del siglo XVIII también BOTURINI, Historia general de la América Septentrional, dedica su obra al “Católico y Poderosísimo Monarca D. Fernando VI, Rey de las Españas, y Emperador de las Indias, Nuestro Señor, El Caballero…” empleando este título imperial, práctica frecuente que, según parece, termina en el reinado de Carlos III.

					

					
						[27] Así al menos era la percepción europea. En el museo de la ciudad de Colonia se encuentra un globo de la altura de un hombre, fabricado en 1688 en Venecia para el conde del Palatinado, elector del Sacro Imperio. Éste lo donó hacia 1710 a la ciudad de Colonia. El globo muestra el “golfo de Messico”, bordeado al sur, como es natural, por la cadena de las grandes Antillas, desde Cuba hasta Puerto Rico. Por debajo de estas islas, y hacia la parte de Venezuela, se lee “islas pertencientes al Messico”. España en este contexto ni aparece, lo cual corrobora lo afirmado por SEIJAS Y LOBERA, Gobierno militar y político del reino imperial de la Nueva España (1702).

					

					
						[28] Cfr. PACHECO DÍAZ, “Relaciones comerciales entre Hamburgo, Puerto Rico y Saint Thomas, 1814-1867”, que da cifras sorprendentes del número de barcos europeos que ya a fines del siglo XVIII acuden a este islote danés, frente a Puerto Rico, que no ofrece nada más que un puerto muy bueno y agua fresca.

					

					
						[29] Tanto el trayecto de la flota de Barlovento, cfr. TORRES RAMÍREZ, La Armada de Barlovento, como la historia de los situados a los dominios españoles, cfr. PACHECO DÍAZ, Una estrategia imperial: el situado de Nueva España a Puerto Rico, 1765-1821, que resume al comienzo el monto global de tales envíos. Hay incluso ejemplos más tardíos, como el papel de Nueva España en las acciones militares hispano-francesas de 1779-1781 en el Caribe, cfr. por ejemplo el interesante relato de un colaborador estrecho del ministro José de Gálvez, SAAVEDRA, Los decenios (autobiografía de un sevillano de la Ilustración), relato que de forma muy clara deja traslucir la imposibilidad de dirigir desde Madrid o desde París acciones políticas y militares en el Caribe coordinando las distintas entidades provincianas y administrativas, sin el firme respaldo financiero novohispano.

					

					
						[30] Un panorama de estos problemas presenta el primer ministro de Carlos III, conde de Floridablanca, en la Instrucción para la Junta de Estado, antecedente del Consejo de Ministros y, en cierta forma también, de la Junta de la Regencia que se va formando después de 1808, y que redactó a finales del reinado, cfr. ESCUDERO, Los orígenes del Consejo de Ministros en España. La Junta Suprema de Estado. Desde esta perspectiva habría que tratar, en el contexto del análisis de los antecedentes de 1808, más a fondo tanto el área del Caribe, el conjunto de problemas de las provincias internas y lo relacionado con el Pacífico. Sobre este último aspecto cfr. MARTÍNEZ SHAW, “El sistema comercial español del Pacífico (1765-1820)”.

					

					
						[31] KAMEN, The War of Succession in Spain, 1700-1715; ABBAD y OZANAM, Les intendants espagnols du XVIIIe siècle.

					

					
						[32] Cfr. sobre el significado de este cambio importante en la forma de gobernar a BERNARD, Le Secrétariat d’État et le Conseil Espagnol des Indes (1700-1808); GARCÍA PÉREZ, El Consejo de Indias durante los reinados de Carlos III y Carlos IV; TAU ANZOÁTEGUI, La ley en América hispana. Del descubrimiento a la emancipación; TAU ANZOÁTEGUI, El poder de la costumbre. Estudios sobre el derecho consuetudinario en América hispana hasta la emancipación.

					

					
						[33] Cfr. solamente para el caso americano a MARILUZ URQUIJO, El agente de la administración pública en Indias; también a BELLINGERI, Dinámicas de Antiguo Régimen y orden constitucional. Representación, justicia y administración en Iberoamérica. Siglos XVIII-XIX.

					

					
						[34] Cfr. PORTILLO VALDÉS, Revolución de nación. Orígenes de la cultura constitucional en España, 1780-1812. El concepto de “cuerpo unido de nación” formado por España e Hispanoamérica se encuentra por primera vez al parecer en el contexto de la documentación producida por el consejo extraordinario de Estado en 1767 que decide la expulsión de los jesuitas. En cuanto a las sociedades económicas, de las cuales muy pocas se daban en América, es preciso señalar que su función se encargaba en América a los consulados de comercio.

					

					
						[35] Cfr. HERZOG, Defining Nations.

					

					
						[36] Cabe recordar en este contexto la situación del Sacro Imperio Romano de nación alemana, dividido en centenares de estados grandes y pequeños, que no permitió la aplicación de un mercantilismo al estilo de Colbert, razón por la cual se desarrolló ahí la variante germana del cameralismo, que se centraba más bien en la buena administración estatal y de sus recursos.

					

					
						[37] Cfr. BIGGS, Putting the State on the Map. El afán de reunir descripciones geográficas y transformarlas en mapas en el mundo español en aquella centuria es buena prueba de que lo desarrollado por el autor viene al caso también tanto para España como para la Nueva España, como demuestran los ejemplos sobradamente conocidos.

					

					
						[38] Así lo demuestra la serie de historias urbanas que empiezan a surgir, resaltando lo propio tanto frente a la Península como frente a las metrópolis americanas.

					

					
						[39] Cfr. el proyecto en el apéndice de NAVARRO GARCÍA, Intendencias en Indias; cfr. NAVARRO GARCÍA, La política americana de José de Gálvez según su “Discurso y reflexiones de un vasallo”.

					

					
						[40] Cfr. sobre este contexto desde una perspectiva más amplia a COVARRUBIAS, En busca del hombre útil. Un estudio comparativo del utilitarismo neomercantilista en México y Europa, 1748-1833.

					

					
						[41] Cfr. las frecuentes variaciones que sufrió la legislación correspondiente en MORAZZANI DE PÉREZ ENCISO, La Intendencia en España y en América; también la resistencia de la élite letrada en los órganos de administración de justicia es bien patente; por ejemplo, cuando en 1755 la Audiencia y Chancillería de Granada tenía que informar a la Corona de la extensión de su jurisdicción, produjo un largo escrito que enumeraba jurisdicciones reales, señoriales, eclesiásticas, enumerando despoblados, etc., pero no mencionó ni un solo intendente, cfr. MARINA BARBA, Justicia y gobierno en España en el siglo XVIII. El compendio del territorio de la Chancillería de Granada.

					

					
						[42] Cfr. ROSENMÜLLER, Patrons, Partisans, and Palace Intrigues. The Court Society of Colonial Mexico, 1702-1710.

					

					
						[43] Al igual que en la Nueva España aumenta también en España la crítica al gobierno conforme progresa el siglo. Entre los muchos testimonios baste mencionar aquí a ARROYAL, Cartas político-económicas al Conde de Lerena. El autor, contador de Real Hacienda, las escribe al ministro de Real Hacienda, conde de Lerena entre 1786 y 1790, el mismo Lerena protegido de Floridablanca, con el cual el virrey segundo conde de Revillagigedo tuvo serios conflictos. Se expresa en términos bastante fuertes sobre muchos males que observa, como por ejemplo “La libertad civil gime en una mísera esclavitud, y los ciudadanos no tienen ninguna representación”; otras críticas se parecen mucho a las que pronuncia Alejandro de Humboldt en su Ensayo político sobre el reino de la Nueva España poco más tarde sobre las realidades mexicanas, como por ejemplo la división territorial en intendencias. Como paralelo novohispano podría indicarse a VILLARROEL, Enfermedades políticas que padece la capital de esta Nueva España en casi todos los cuerpos de que se compone y remedios que se le deben aplicar para su curación si se quiere que sea útil al Rey y al público, con la diferencia de que el crítico español se dirige al ministro y le denuncia los males del país ocasionados por faltas políticas, mientras Villarroel más bien en plan de paisano critica a la capital del virreinato, o sea el gobierno, por su actitud y estructura. De paso se nota que el último autor es otra prueba más de la particularidad política de la Ciudad de México en comparación con el resto del reino.

					

					
						[44] Cfr. SAAVEDRA, Los decenios (autobiografía de un sevillano de la Ilustración). Igualmente se podría mencionar como testigo al mismo conde de Aranda y a tantos otros actores americanos o peninsulares de los cuales se conocen testimonios personales o por medio de sus cartas reservadas y confidenciales a actores en la corte.

					

					
						[45] Estando de coordinador especial comisionado de las actividades militares conjuntas franco-hispanas en el Caribe no encuentra otra salida para superar los problemas que se presentaban a las distintas autoridades involucradas en las empresas bélicas que un viaje a México en 1780 para pedir socorro financiero al virrey interino Mayorga. En su relato de la primera entrevista con Mayorga dice que lo primero que preguntó al virrey fue sobre el peligro de independencia en Nueva España. Mayorga lo tranquiliza diciendo que los indios están tranquilos y que solamente hay descontento de contribuyentes por medidas fiscales de la Corona. En 1783 el conde de Floridablanca y José de Gálvez redactan un “proyecto para establecer un cuerpo de americanos, con el fin de conservar las provincias americanas”, cfr. Biblioteca Nacional, Madrid, Manuscritos, MSS/10818/34, del cual no hay referencias más concretas en la historiografía. Terminada la descripción de sus gestiones, Saavedra apunta su sorpresa ante las desigualdades sociales y ante la desnudez —especialmente escandalosa en la fábrica de tabaco— y pobreza de las clases bajas en una ciudad dependiente de la minería, problemas que le parecen mucho menos acentuados en Puebla, como una ciudad que dependía de la agricultura porque ésta produce una desigualdad menor, cfr. SAAVEDRA, Los decenios, pp. 175-186. Sobre la situación social en la Ciudad de México cfr. el estudio moderno de MIÑO GRIJALVA, La población de la Ciudad de México en 1790. Estructura social, alimentación y vivienda.

					

					
						[46] Cfr. VILLASEÑOR Y SÁNCHEZ, Theatro Americano. Descripción general de los reynos y provincias de la Nueva España y sus jurisdicciones seguido de Suplemento al Theatro Americano (La Ciudad de México en 1755).

					

					
						[47] Cfr. para este caso y para los que siguen los tomos correspondientes de guías de las actas de cabildo: Guía de las Actas de Cabildo de la Ciudad de México, siglo XVIII.

					

					
						[48] Cfr. El criollo como voluntad y representación.

					

					
						[49] Para observar los acontecimientos en la corte metropolitana se ofrecen como fuentes muy útiles los informes de los embajadores austriacos en la corte de Carlos III, cfr. JURETSCHKE, Berichte der diplomatischen Vertreter des Wiener Hofes aus Spanien in der Regie­rungszeit Karls III, 1759-1788. Sobre Aranda en concreto, cfr. KONETZKE, Die Politik des Grafen Aranda. Ein Beitrag zur Geschichte des spanisch-englischen Weltgegensatzes im 18. Jahrhundert, quien analiza en detalle la relación del conde de Aranda con el marqués de Grimaldi.

					

					
						[50] Cfr. ANDRÉS-GALLEGO, El motín de Esquilache. América y Europa.

					

					
						[51] Por falta de espacio prescindimos en este contexto de referirnos a resistencias en la base popular, local y regional, resistencias tanto violentas en forma de rebeliones como latentes respecto a la autoridad del clero en el nivel provinciano, cfr. TAYLOR, Drinking, Homicide and Rebellion in Colonial Mexican Villages; TAYLOR, Magistrates of the Sacred: Priests and Parishion­ers in Eighteenth-century Mexico; de particular interés resulta ahora estudiar paralelamente con estas dos obras de W. Taylor a TANCK DE ESTRADA, Atlas ilustrado de los pueblos de indios. Nueva España, 1800, y GÁLVEZ, Informe sobre las rebeliones populares de 1767 y otros documentos inéditos. Para la Península basta remitir al lector a todo el conjunto del motín de Esquilache que no sólo se limitó a Madrid y sus contornos, cfr. la obra de ANDRÉS-GALLEGO, El motín de Esquilache. América y Europa.

					

					
						[52] Son dignos de ver los dictámenes que en Madrid se emiten sobre este documento de Croix y Gálvez, cfr. VIEILLARD-BARON, “Informes sobre el establecimiento de intendentes en Nueva España”. Es importante señalar que el conde de Aranda, jefe del partido aragonés en la corte, recomienda el establecimiento de intendencias, pero advierte al final, de paso, que en caso de introducirse las intendencias sería forzoso dar los empleos también a indios y negros, según sus capacidades.

					

					
						[53] En este sentido es bien clara la afirmación de los mineros de que en caso de que decayera la minería en la Nueva España, el reino tendría que recurrir a una industrialización acelerada para poder pagar las importaciones desde la Península —lo cual es poco menos que una amenaza de independencia económica. Se prescinde aquí de dar los datos bibliográficos de los tres textos publicados. Cfr. en cambio los clásicos TRABULSE, Francisco Xavier Gamboa: un político criollo en la Ilustración mexicana; VÁZQUEZ, Interpretaciones del siglo XVIII mexicano. El impacto de las reformas borbónicas; BRADING, El ocaso novohispano: testimonios documentales.

					

					
						[54] Cfr. TORALES PACHECO, Ilustrados en la Nueva España. Los socios de la Real Sociedad Bascongada de Amigos del País.

					

					
						[55] Fuentes documentales para la historia de la independencia de América, p. 18.

					

					
						[56] Cfr. ARCHER, The Army in Bourbon Mexico, 1760-1810.

					

					
						[57]  Para el caso de los sermones al espíritu cívico cfr. HERREJÓN PEREDO, Del sermón al discurso cívico. México, 1760 a 1834; acaba de publicarse sobre los orígenes del conservadurismo el libro de MÜCKE, Gegen Aufklärung und Revolution. Die Entstehung konservativen Denkens in der iberischen Welt (1770-1840). Para los impresos del periodo de 1808 en adelante cfr. el catálogo impresionante de GARRITZ, Impresos novohispanos, 1808-1821.

					

					
						[58] Un indicio importante para la evaluación de este antagonismo son los dictámenes fiscales de la década de 1770 en adelante, pedidos por los virreyes, en los cuales se observan a menudo dictámenes bastante opuestos, emitidos por los fiscales de lo civil de la Audiencia, por un lado, y por los fiscales de Real Hacienda, por el otro. Los primeros suelen opinar generalmente que se decida conforme a la situación legal, mientras los segundos a menudo recomiendan decidir conforme a las conveniencias. Es cierto que sobre este tema aún faltan estudios de fondo para las dos audiencias novohispanas —a diferencia de la de Buenos Aires, que se estudió ya en esta línea para el periodo mencionado— pero se han podido identificar bastantes casos de este tipo para sostener esta hipótesis. Con respecto al fiscal de Real Hacienda, Ramón de Posada, gran partidario del proceso de reformas, se encuentran referencias sobre este aspecto en RODRÍGUEZ GARCÍA, El fiscal de Real Hacienda en Nueva España (Don Ramón de Posada y Soto, 1781-1793).

					

					
						[59] El ya varias veces citado Francisco de Saavedra denuncia en Los decenios decisiones personales arbitrarias de Carlos III, tomadas sin consultar a sus ministros. Así, por ejemplo, critica los arreglos de paz con Portugal, acordadas con su hermana, reina de Portugal, directamente y considerados desventajosos por los ministros, y también desaprueba la decisión de entrar en la guerra de independencia de Estados Unidos contra Inglaterra, decisión a la cual, según Saavedra, le indujo a Carlos III el embajador francés, lisonjeándole de ser el jefe de la Casa de Borbón por su antigüedad, cfr. SAAVEDRA, Los decenios, p. 114. Saavedra relata también otros detalles que dejan entrever detalles sabrosos sobre las relaciones entre México y la familia real; así, en la p. 215 relata cómo antes de su partida a América en 1783 “…el príncipe de Asturias, después rey Carlos IV, me envió a decir por medio de su mayordomo el duque de Uceda, que tenía que hablarme sobre un asunto de importancia… me comunicó que el hijo primogénito del conde de Regla, que a la sazón se hallaba en Madrid, estaba pronto a darle en México cuatro o seis millones de reales, pero que no sabía cómo traer este dinero a España sin que lo trascendiese el ministro Gálvez, de cuya mano huía su alteza porque no llegase a noticia del rey su padre”. A continuación explica Saavedra cómo se arregló el asunto.

					

					
						[60] Podría ser interesante investigar los antecedentes personales de ambos virreyes. Tanto De Croix como Bucareli estuvieron con Carlos III ya en Italia, cuando éste aún era rey de Nápoles. De Croix se había desempeñado en el ejército de tierra; Bucareli, en la marina. De esta última provenían también varios personajes con trayectoria importante en las expediciones científicas a América, piénsese solamente en Malaspina. Dado los vínculos de la política española con Italia ya mencionados anteriormente, el significado político de las compañías comerciales y el mantenimiento de Arriaga en el ministerio de Indias, a pesar de sus vínculos jesuitas, tal vez valdría la pena perseguir más a fondo estas diferencias de socialización del personal político dirigente, enviado a Indias en la primera mitad del reinado de Carlos III.

					

					
						[61] Cfr. la serie de estudios alemanes sobre municipios en aquella época: LIEHR, Stadtrat und städtische Oberschicht von Puebla am Ende der Kolonialzeit (1787-1810); MEISSNER, Eine Elite im Umbruch. Der Stadtrat von Mexiko zwischen kolonialer Ordnung und unabhängigem Staat, 1761-1821, a quien, por arrancar con su trabajo en la línea de la cronología tradicional con el reinado de Carlos III, se le escapa este nivel simbólico de conflictividad del periodo anterior, destacando en cambio el segundo nivel de conflictividad que ya sobrepasa lo mencionado, cuando se comienza la renovación de la composición del cabildo a raíz de la introducción de los regidores honorarios y procuradores síndicos del común a partir de 1767. En aquel entonces la politización de los cabildos ya se había introducido de forma más amplia, como lo señala también el estudio de HENSEL, Die Entstehung des Föderalismus in Mexiko. Die politische Elite Oaxacas zwischen Stadt, Region und Staat; cfr. también DEYLEN, Ländliches Wirtschaftsleben im spätkolonialen Mexiko. Eine mikrohistorische Studie in einem multiethnischen Distrikt: Cholula, 1750-1810; frente a estas visiones “desde dentro“ resulta interesante también la “visión de fuera”, es decir de viajeros, en LOHSE, Mexiko-Stadt. Continúa esta línea de investigación para el periodo de la emancipación ORTIZ ESCAMILLA y SERRANO ORTEGA, Ayuntamientos y liberalismo gaditano en México.

					

					
						[62] Cfr. sobre esta temática a BERTRAND, Grandeur et misères de l’office: les officiers de finances de Nouvelle Espagne, XVIIe-XVIIIe siècles.

					

					
						[63] Para estos signos de crisis cfr. el estudio muy sugestivo de OUWENEEL, Shadows over Anahuac. An Ecological Interpretation of Crisis and Development in Central Mexico, 1730-1800.

					

					
						[64] Cfr. sobre estos aspectos a ANDÚJAR CASTILLO, Los militares en la España del siglo XVIII. Un estudio social; respecto a América también MARCHENA FERNÁNDEZ, Oficiales y soldados en el ejército de América. Como un testimonio personal conviene otra vez remitir a SAAVEDRA, Los decenios, quien tras graduarse en teología entró de cadete al servicio militar, y relata detalladamente sus estudios militares y el espíritu de cuerpo de una generación nueva de militares de la segunda mitad del siglo XVIII.

					

					
						[65] Cfr. las actas de matrimonio de los tres publicadas por PORRAS MUÑOZ y RUBIO MAÑÉ en Boletín del Archivo General de la Nación. Sobre la carrera de Flon y su actuación en el contexto de la política de reformas cfr. GARCÍA PÉREZ, Reforma y resistencia. Manuel de Flon y la intendencia de Puebla; CARABARÍN GRACIA, El intendente Flon y el ocaso de la institución municipal.

					

					
						[66] Cfr. PIETSCHMANN, Un testimonio del impacto.

					

					
						[67] Cfr. PIETSCHMANN, Dos documentos significativos; GARCÍA PÉREZ, Reforma y resistencia, p. 256, vuelve a publicar este texto. El mismo autor incluye además otra representación de Flon al virrey Azanza de 6 de abril de 1799, pp. 247 ss., en la cual no entra en problemas tan generales, pero Azanza como colaborador del visitador general José de Gálvez debe haber estado enterado del contexto.
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